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			El Foro Fiscal IEB es una iniciativa surgida en tiempos de crisis económica, lo cual parece lógico, pues en estos momentos es cuando las debilidades de las instituciones y de los instrumentos en manos de éstas salen a relucir con más claridad. En concreto, esta iniciativa se empezó a gestar a principios de 2012 y tuvo un primer colofón en el Simposio celebrado los días 4 y 5 de diciembre de 2012 bajo el título de “El sistema fiscal español: ¿cambios o reforma?”. El libro que aquí presentamos contiene las ponencias revisadas del Simposio, así como otros materiales relevantes que esperemos sirvan de referencia a la hora de plantear una verdadera Reforma de nuestro sistema fiscal. Las líneas maestras de tal Reforma quedan plasmadas en nuestro Decálogo de Reforma Fiscal. 




			



			 






			La elaboración de informes técnicos ha sido especialmente importante en el proceso de modernización de nuestro sistema fiscal iniciado con la Ley 50/1977, sobre medidas urgentes de reforma fiscal. En efecto, el fundamento académico de esta reforma se encuentra en sendos informes dirigidos por el profesor Fuentes Quintana desde el Instituto de Estudios Fiscales (IEF) y conocidos familiarmente como el “libro verde”, de octubre de 1973, y el “libro blanco”, de junio de 19761. Posteriormente, y sin ánimo de ser exhaustivos, en 1990 se publicaron sendos informes centrados especialmente en la reforma del IRPF y conocidos también por el color de sus cubiertas, el “libro blanco” editado por del IEF y el “libro verde” en el que participaron un nutrido grupo de hacedistas bajo la dirección nuevamente del profesor Fuentes Quintana2. Las reformas del IRPF aprobadas en 1998 y 2002 también se derivan en gran parte de las recomendaciones planteadas en sendas comisiones de expertos creadas al efecto, y que bajo la dirección del profesor Lagares se publicaron en los correspondientes informes3.  




			



			 






			Como hemos dicho, la crisis económica ha puesto claramente de manifiesto las debilidades de nuestro sistema fiscal. Sin embargo, la urgencia del día a día parecía impedir la necesidad de afrontar ya no sólo lo urgente, sino también lo importante, como es realizar una revisión profunda del sistema fiscal español. Afortunadamente, desde julio de 2013, el Gobierno parece compartir esta idea al haber constituido una comisión de expertos para la reforma del sistema fiscal español que “tendrá por objeto realizar un análisis del referido sistema con el fin de formular propuestas para su reforma”. 




			



			 






			
¿Por qué una Reforma Fiscal Necesaria?: 




			



			 






			
Falta de justicia y excesiva complejidad 






			 






			Un 74% de los contribuyentes opina que los impuestos no son justos, mientras que un 43% cree que la presión fiscal es excesiva, según datos de 1985 de la, entonces, FIES (Fundación Fondo para la Investigación Económica y Social),hoy FUNCAS (Fundación de las Cajas de Ahorros). En la actualidad, esos porcentajes han crecido hasta el 82,8% y 54,5%, respectivamente, según la encuesta “Opinión pública y política fiscal” (2011) que elabora anualmente el Centro de Investigaciones Sociológicas (CIS)4. Que apenas sólo un 17% de la población española opine que los impuestos se cobran de manera justa es realmente preocupante. Y lo es puesto que el criterio principal que debería guiar su diseño es el de justicia. En concreto, que aquellos individuos que más capacidad económica tienen (estimada, principalmente, a través de la renta, el consumo y la riqueza) paguen más, y que así lo hagan de manera efectiva (progresividad real), y no solamente según se desprende de la literalidad de los textos legales (progresividad legal). Por su parte, el hecho de que más de la mitad considere que la presión fiscal es excesiva posiblemente esté relacionado con la propia injusticia que se percibe en su cobranza (incluyendo la percepción del fraude fiscal5), así como con la también percibida ineficiencia en la gestión de los recursos públicos (un 65% opinaba en 1985 que los recursos públicos se desperdiciaban, mientras que en 2011, ese porcentaje fue del 61,5%). En definitiva, una primera conclusión es que tenemos un sistema fiscal visto como injusto y, por tanto, claramente mejorable. 




			



			 






			Una segunda característica de nuestro sistema fiscal es que es muy complejo, y lo es de manera creciente. La duda es si aquí también hay margen o no de mejora. Parece inevitable que la improvisación y la hiperactividad legislativa generen complejidad, incertidumbre y, en último término, incrementen los costes de cumplimiento fiscal. Y ello, en gran parte, ha sido así. A modo de ejemplo, resulta casi imposible acordarse de todos los cambios sufridos en el tratamiento de las plusvalías en el IRPF español durante las dos últimas décadas: aplicación primero de unos coeficientes reductores si el periodo de generación supera los dos años, que luego se sustituyen si bien se duplica su importe y se mantienen transitoriamente, hasta que finalmente se establece una fecha a partir de la cual ya no resultan de aplicación; aplicación de coeficientes monetarios para no gravar las plusvalías derivadas de la inflación, si bien luego sólo se aplican para bienes inmuebles; introducción de un tipo fijo para las plusvalías generadas en dos años, plazo que luego se reduce a un año, con un mínimo exento especial que rápidamente desaparece, y un tipo impositivo único que varía continuamente, del 20% a 18%, del 18% al 15%; introducción de la base del ahorro que grava todas las plusvalías al 18% con independencia del periodo de generación, tipo que luego pasa al 19-21% y después al 21-25-27% actuales; y, desde 2013, si  el periodo de generación de la plusvalía no supera el año, nuevamente tributa a los tipos progresivos que corresponda. La historia del Impuesto sobre el patrimonio es otro claro ejemplo de esta improvisación, pues se creó como extraordinario y transitorio, calificativos que después demás de catorce años de aplicación se eliminan en 1991. En 2008 deja de aplicarse porque parece que no alcanza los objetivos para los cuales fue creado, pero en 2011, ante las necesidades financieras del sector público, y sin mayor cambio normativo que aumentar el mínimo exento, se vuelve a introducir de manera transitoria, aunque de momento sin saber hasta cuándo. O, sirva también como ejemplo, los continuos cambios experimentados en el impuesto sobre sociedades en cuestiones tan relevantes para la inversión como son las amortizaciones: primero, durante dos años (2009 y 2010) se pretende incentivar la inversión mediante su libre amortización, aunque exigiendo el mantenimiento de empleo; después ya no es necesario cumplir este requisito y se alarga su aplicación por cinco años, hasta 2015; sin embargo, mucho antes de esta fecha, se elimina y se limita a inversiones realizadas hasta el 31 de marzo de 2012; finalmente, en 2013, nuevamente se modifica introduciéndose además un límite al importe total que las sociedades se pueden deducir por amortizaciones.  Que el número de disposiciones transitorias actualmente aplicables en el impuesto sobre sociedades sea de 39 y de 26 en el IRPF constituyen también sendos ejemplos de las consecuencias de esta hiperactividad que padece el contribuyente y que genera, sin duda, unos mayores costes del cumplimiento fiscal.  




			



			 






			Más allá de la narrativa, en el Gráfico 1, intentamos cuantificar el grado de complejidad. Para ello, desde el año 1999, año en que entró en vigor la primera reforma del IRPF del gobierno Aznar, hasta 2012, hemos contado las páginas que el Memento Fiscal,  publicado por Ediciones Francis Lefebvre y que es un libro de referencia entre los profesionales de la asesoría fiscal, ha “necesitado” cada año para explicar nuestro sistema fiscal. Se observa claramente cómo el número de páginas para dar a conocer las cuestiones prácticas imprescindibles del sistema fiscal ha aumentado considerablemente (aproximadamente, un 33% entre 1999 y 2012). Ciertamente, tal serie de datos no tiene sino un valor meramente ilustrativo.  




			



			 






			Gráfico 1: Cuantificando la complejidad del sistema fiscal español (1999-2012) 
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			Fuente: Memento Fiscal, varios años, Editorial Francis Lefebvre. 




			



			 






			Gráfico 2: Incremento de la complejidad a través de la opinión de los asesores fiscales 
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			Por ello, desde el Foro Fiscal-IEB, lanzamos también una encuesta entre asesores fiscales para intentar discernir si realmente la complejidad de nuestro sistema fiscal había crecido de manera apreciable durante estos últimos años. Esto se observa claramente en el Gráfico 2, donde sea cuál sea el punto de partida, aproximadamente un 90% de los profesionales cree que el sistema fiscal español es más complejo. Puede que tal complejidad sea inevitable, dados los evidentes cambios que se han producido en nuestra economía en estos últimos decenios (globalización, nuevas tecnologías, etc.). Por ello, en el Gráfico 3, se muestran los factores más importantes que causan la complejidad, según la opinión de los asesores fiscales, y claramente se constata que los aspectos clave que generan complejidad no son aquellas cuestiones exógenas al sector público (complejidad o internacionalización del mercado), sino las endógenas al propio sector público, especialmente la hiperactividad legislativa. Por tanto, nuestro sistema fiscal es crecientemente complejo y, a priori, a partir de la opinión de los asesores fiscales, diríamos que este aspecto es manifiestamente mejorable. 




			



			 






			Gráfico 3: Factores determinantes de la complejidad a través de la opinión de los asesores fiscales 
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			Los cimientos de nuestro sistema fiscal tienen ya 35 años, situándose su origen en la ya mencionada Ley 50/1977, de Medidas Urgentes de Reforma Fiscal, y en los famosos Pactos de la Moncloa. Sin duda, esta reforma dio lugar a un sistema fiscal moderno donde la progresividad desempeñaba un papel principal. No obstante, durante estos 35 años, España ha sufrido importantes cambios. El país ha experimentado un notable proceso de crecimiento económico, en parte, gracias a nuestra entrada en el mercado único europeo, hoy Unión Económica y Monetaria. Además, de manera paralela, hemos pasado de una estructura de Estado centralizada a una descentralizada, en la cual la mitad del gasto público es realizada por los gobiernos autonómicos y locales. Pero, no sólo ha sido nuestro país el que ha experimentado cambios. A nivel mundial, la economía se ha vuelto mucho más compleja y, de manera muy particular, los movimientos de personas y de capital han aumentado de manera exponencial a causa de la globalización. Ante estos cambios, nuestro sistema fiscal –caracterizado como injusto y excesiva y crecientemente complejo– ha de ser sustancialmente diferente del que se gestó hace 35 años; para ello, debería llevarse a cabo una verdadera Reforma.  




			



			 






			Como decíamos al inicio de esta Introducción, la severa crisis económica que estamos padeciendo está poniendo claramente de manifiesto las debilidades de nuestro sistema fiscal. Los continuos cambios legales no son fruto sino de esta debilidad estructural. Se puede entender que cumplir con los compromisos internacionales de consolidación fiscal es algo urgente, inmediato, pero no se puede entender que el sistema fiscal español no se prepare para el día después. Y esto solamente se puede conseguir mediante una reforma que permita tener unos impuestos en los que quede claro qué capacidad económica se grava, cómo se calcula esta capacidad y a qué nivel de gobierno le corresponde la cuota a pagar. Sólo mediante un sistema fiscal más sencillo y estable, y menos distorsionante puede mejorar la opinión ciudadana sobre los impuestos y, en definitiva, la valoración sobre su grado de equidad. A través de este informe, en el que colabora el mundo de la academia y el profesional, queremos contribuir para que las directrices que deben inspirar esta reforma estén claras, de manera que el sistema fiscal español ayude a superar los importantes retos a los que se enfrenta nuestro país. 




			



			 






			
Estructura del libro 




			 






			El libro que tiene el lector en sus manos se organiza en tres grandes partes. En la primera, después de esta Introducción, se incluye el Decálogo de Reforma Fiscal, firmado por todos los autores de las seis ponencias temáticas, que identifica los diez puntos clave a considerar en la Reforma. Seguidamente, por su relevancia, en esta primera parte introductoria se incluye el trabajo del profesor Richard Blundell que bajo el título “Diseñando un sistema fiscal para el siglo XXI” fue la conferencia invitada del simposio. En la segunda parte del informe, se detallan las propuestas de reforma por áreas temáticas: Impuesto sobre la renta de las personas físicas, Impuesto sobre la renta de sociedades, imposición sobre la riqueza, imposición sobre el consumo, administración tributaria y comunidades autónomas y sistema fiscal. En cada área, en primer lugar, se plantean los aspectos claves identificados por los editores; seguidamente, se concretan las conclusiones a las cuales llegaron los ponentes; y por último, se ofrece el contenido completo de la correspondiente ponencia académica. Ese contenido se complementa con la aportación hecha por el relator, que adopta un punto de vista más de un profesional de la fiscalidad. En la tercera y última parte del libro, se ofrece al lector una serie de visiones generales de nuestro sistema fiscal. 
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Decálogo para una reforma del sistema fiscal 




			



			 






			  1. El sistema fiscal español debe estar integrado por un conjunto de impuestos técnicamente bien configurados y coordinados entre sí, de manera que el ciudadano pueda conocer sin demasiada complejidad por qué debe pagar, cuánto debe pagar y a quién debe pagar. 




			



			 






			  2. La correcta valoración de los impuestos debe referirse al conjunto del sistema fiscal y no de manera aislada a un determinado impuesto. En este sentido, es importante tener en cuenta que no todos los impuestos sirven para todo, ni tampoco son el único instrumento de los gobiernos para el alcance de sus objetivos. 




			



			 






			  3. Los impuestos deben ser perceptibles por los ciudadanos, objetivo que no debe constituir un obstáculo a facilitar el cumplimiento de los mismos. El envío de un resumen claro y visual del importe total pagado en el IRPF u ofrecer los precios de los productos con el IVA desglosado constituyen sendos ejemplos de cómo se debe fomentar la percepción de todos los impuestos. Si se desconoce cuánto se paga difícilmente se podrá ser exigente en la rendición de cuentas de los responsables políticos. 




			



			 






			  4. La reforma del IRPF debe centrarse especialmente en el cálculo de los rendimientos gravados en el impuesto, valorando la idoneidad de los métodos e incentivos existentes, simplificando la aplicación de los mínimos existentes y estimando también la oportunidad de las diferentes deducciones ofrecidas en la cuota. La estimación objetiva por módulos es un claro ejemplo de un elemento que debe reformarse en su totalidad.  




			



			 






			  5. La crisis actual pone claramente de manifiesto que el impuesto sobre sociedades no debe fomentar el endeudamiento de las empresas, por lo que debe permitirse que las sociedades se deduzcan un interés por la utilización de fondos propios, de manera que se equipare la fiscalidad de la financiación propia y de la financiación ajena. 




			



			 






			  6. El tipo impositivo nominal del impuesto sobre sociedades se puede reducir para mejorar el atractivo fiscal español de la inversión internacional. El coste recaudatorio de la medida se puede compensar en parte mediante la eliminación tanto de deducciones como del régimen fiscal de las sociedades de reducida dimensión. En ambos casos, no está claro que estas medidas sean ni eficientes ni eficaces en el logro de sus objetivos. 




			



			 






			  7. El impuesto sobre patrimonio genera una recaudación reducida, mientras que sus costes de gestión son elevados y su aportación a la progresividad del conjunto del sistema fiscal es más que dudosa, razones que llevan a recomendar su eliminación. En cambio, a nuestro entender, hay razones que justifican el mantenimiento de un impuesto sobre sucesiones y donaciones armonizado entre comunidades autónomas, de manera que se evite la competencia fiscal entre territorios, con un mínimo exento elevado y tipos impositivos más reducidos. 




			



			 






			  8. Se puede mejorar el IVA eliminando al máximo el alcance de las exenciones, los tipos impositivos reducidos y los regímenes especiales. Esto debe permitir gravar la práctica totalidad del consumo final, frente a la situación actual en la que la mitad del consumo no se llega a gravar como consecuencia de exenciones, tipos reducidos y regímenes especiales. El aumento recaudatorio se podría utilizar para bajar el tipo general. 




			



			 






			 9. Debe fomentarse la independencia y profesionalización de los órganos de gobierno de la agencia tributaria. Asimismo, deben aumentarse los recursos de la administración tributaria, en particular los humanos, primando la especialización en la investigación y lucha contra el fraude, así como la coordinación entre otras administraciones tanto autonómicas como internacionales. 




			



			 






			  10. Las comunidades autónomas, como responsables de más de un tercio del total de gasto público español, deben ser también responsables de la mayoría de sus ingresos, circunstancia que sólo se puede alcanzar con un mayor poder normativo en el ámbito impositivo sujeto a cierta coordinación con el Estado. En definitiva, se trata de hacer efectiva la corresponsabilidad fiscal de los gobiernos autonómicos, a fin de que los ciudadanos puedan valorar correctamente la correspondencia entre servicios públicos ofrecidos y nivel de impuestos. 




			





			 






			Nota: éstos son unos principios generales; las propuestas concretas se desarrollan en el libro electrónico Por una verdadera reforma fiscal, publicado por la editorial Ariel.  
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1. Introducción 




			



			 






			En la actualidad, los ingresos públicos se ven sometidos a enormes demandas. El reto del sistema fiscal del siglo XXI es lograr que se pueda recaudar el nivel de ingresos que la administración pública necesita para cubrir sus gastos y cumplir con sus objetivos redistributivos minimizando, al mismo tiempo, la ineficiencia económica y administrativa, y manteniendo el sistema lo más simple y transparente posible. Al mismo tiempo, se ha de evitar una diferencia arbitraria entre los tipos a pagar por diferentes individuos o clase de actividad económica. A medida que los gobiernos de la Unión Europea, incluido el español, persiguen incrementar la recaudación impositiva, la presión aumenta para asegurar que el sistema fiscal sea eficiente, y al mismo tiempo, equitativo. ¿De qué manera se tendría que diseñar un sistema fiscal con estas características? Esta pregunta la ha formulada el Informe Mirrlees (Mirrlees Review, 2010, 2011)6. A continuación utilizo esta publicación para analizar el problema y plantear preguntas clave para el diseño de un sistema fiscal suficientemente sólido como para acometer los retos del siglo XXI.  




			



			 






			Tres palabras clave me han servido para definir los objetivos que tendría que cumplir un sistema fiscal: ‘sistema’, ‘progresivo’ y ‘neutral’. Es necesario pensar en el sistema fiscal como lo que realmente es –un sistema. La manera como diferentes tipos de impuestos se combinan es muy relevante, de la misma manera que lo es el papel de cada uno dentro del sistema. Por su parte, la redistribución juega un papel central. Su alcance vendrá determinado por las preferencias de la sociedad y por el impacto del sistema sobre la eficiencia. El equilibrio entre redistribución y eficiencia está en el centro del debate sobre la política fiscal. Por último, la importancia de la neutralidad como objetivo deseable. Aunque no siempre estemos buscando la neutralidad, a menudo, ésta es una característica muy valorada y será siempre un objetivo muy importante para evaluar el sistema. Seguidamente, a partir de los tres objetivos identificados, presento unas características generales clave de las reformas a implementar basándome en las desarrolladas por el Informe Mirrlees.  




			



			 






			
2. Un sistema fiscal progresivo y neutral 




			



			 






			En primer lugar, es importante subrayar, de nuevo, que en este análisis hemos de considerar el sistema en su totalidad. Esta idea tan simple a menudo es ignorada en la práctica. Pensar en el sistema en su totalidad tiene como mínimo tres consecuencias muy importantes. Primero, implica que lo que importa es el efecto total del sistema sobre, por ejemplo, la redistribución o las actividades contaminantes. No todos los impuestos necesitan ser “verdes” para hacer frente al cambio climático, en tanto en cuanto el sistema en su conjunto cumpla con esta función. No todos los impuestos tienen que ser progresivos si el sistema en su conjunto lo es. En general, las herramientas correctas para alcanzar los objetivos relacionados con la redistribución son los impuestos personales directos y las prestaciones sociales. Dado que sus tipos impositivos se pueden ajustar para alcanzar el nivel deseado de progresividad, otros aspectos del sistema fiscal se pueden centrar en la eficiencia. Segundo, la consideración como sistema nos debe llevar a valorar cómo las diferentes partes del sistema fiscal funcionan conjuntamente. En demasiadas ocasiones, cambios en el impuesto sobre sociedades, en el impuesto sobre la renta personal, en los impuestos locales o en los impuestos sobre el ahorro, se diseñan de manera aislada sin considerar su efecto conjunto. El resultado final provoca ineficiencia, complejidad y oportunidades de elusión fiscal. Tercero, tenemos que considerar que un sistema fiscal eficiente ha de estar estructurado de una manera que permita financiar las necesidades de gasto de la administración. Deben evitarse impuestos cuya recaudación quede afectada a determinados gastos. Es muy difícil justificar el gasto en determinadas partidas condicionado a la obtención de ingresos de determinados impuestos. Además, tal y como argumenta el informe del Institute for Fiscal Studies (1993), la afectación de ingresos para fines determinados que no impone una restricción efectiva en los gastos es simple retórica, esto es, “un ejercicio que consiste en engañar a los votantes haciéndoles pensar que con el pago de sus impuestos controlan la composición del gasto público, lo cual no es real”.  




			



			 






			En segundo lugar, el sistema ha de buscar la neutralidad. Un sistema fiscal neutral trata de manera similar actividades similares. Por ejemplo, un sistema que grava todos los bienes de consumo al mismo tipo sería neutral respecto las decisiones de consumo de los individuos. Un sistema que grava todos los ingresos por igual alcanza la neutralidad respecto a la elección sobre cómo los hogares obtienen renta. Un sistema que grava todo el ahorro de la misma manera es neutral sobre la composición del ahorro de las personas. Un sistema que impone en valor actual el mismo impuesto sobre el consumo presente y sobre el futuro será neutral respecto a la decisión de ahorrar o consumir la renta actual.  




			



			 






			Un sistema neutral minimiza la pérdida de bienestar asociada a los cambios en el comportamiento de los hogares. En un sistema fiscal que no es neutral, los individuos y las empresas tienen incentivos a destinar esfuerzos sociales inútiles en reducir el importe de sus impuestos cambiando la forma o naturaleza de sus actividades. El sistema fiscal, en la mayoría de las economías modernas, está lleno de distorsiones que son difíciles de justificar y que implican una probabilidad muy importante de generar pérdidas de bienestar. Así, nos encontramos con distorsiones en la elección entre financiación ajena o propia, entre ganancias de capital u otras formas de rentas del capital, entre la propiedad de una vivienda o la de otro tipo de bien, entre las diferentes modalidades de remuneración por trabajo, entre las diferentes formas de emisiones de carbono y entre diferentes alternativas de organización de la actividad económica. Estas distorsiones generan complejidad, incentivan la elusión de impuestos y añaden costes tanto para los contribuyentes como para la administración pública.  




			



			 






			Un sistema fiscal que grava de manera similar actividades económicas similares tiende a ser más simple, a evitar la injustificable discriminación entre individuos y actividades económicas, y ayuda a minimizar las distorsiones económicas. Pero un sistema fiscal neutral no minimiza siempre las distorsiones: en determinados casos, una política eficiente ha de discriminar entre determinadas actividades. Ejemplos importantes son los impuestos sobre el alcohol y sobre el tabaco o sobre otras actividades que perjudican el medio ambiente. En estos casos, hay razones de peso para pensar que los individuos cuando toman sus propias decisiones actuarán de manera perjudicial sobre sí mismos y sobre los demás. Además, existe amplia evidencia empírica que demuestra que el comportamiento de los individuos puede ser modificado por la política fiscal. Excepciones similares -a favor de la creación de distorsiones- también se producen en el caso del ahorro en pensiones y en el de las actividades en investigación y desarrollo (I+D), en los cuales, la sociedad desea incentivar este tipo de actividades dadas sus externalidades positivas.  




			



			 






			Existen también argumentos más sutiles aplicables a los bienes relacionados con la oferta de trabajo como el cuidado infantil, donde se podría aplicar un tratamiento fiscal menos gravoso para eliminar el desincentivo a trabajar generado por el sistema fiscal en su conjunto. Pero estos argumentos se han de considerar con la debida cautela. Aunque, desde un punto de vista teórico existan argumentos, las ventajas de alejarnos de la neutralidad se han de comparar con las desventajas relacionadas con la complicación del sistema fiscal. Establecer y controlar los límites entre actividades gravadas de manera diferente es un proceso repleto de dificultades: incrementa los costes administrativos y de cumplimiento, y crea incentivos no deseados para calificar un tipo de actividad en una categoría diferente. En consecuencia, el beneficio derivado de la falta de neutralidad debe ser alto, y se requieren razones poderosas y claras. Esta prueba probablemente sólo es superada en pocas ocasiones, como por actividades que dañan el medio ambiente, “impuestos sobre el pecado” (alcohol y tabaco), pensiones, actividades de I+D, inversión en educación y cuidado infantil. Esta lista es mucho más reducida que la lista de las excepciones que se dan en la realidad. En tercer lugar, se ha de conseguir la progresividad de la manera más eficiente posible. El Informe Mirrlees no defiende una postura concreta respecto al grado deseado de progresividad (y de bienestar) de un sistema fiscal, pero se sitúa en el debate sobre cómo gestionar la inevitable relación de intercambio entre redistribución e incentivos a trabajar y, por tanto, respecto a cómo diseñar el sistema minimizando la pérdida de eficiencia asociada al logro de la progresividad. Una conclusión clave es que, en general, es adecuado utilizar los impuestos directos y el sistema de bienestar social para alcanzar la progresividad. El uso de tipos impositivos diferentes para gravar el consumo o de impuestos sobre el capital suele ser una manera ineficiente de alcanzar la redistribución.  




			



			 






			Alcanzar la redistribución de una manera eficiente implica aplicar una escala de gravamen que refleje el conocimiento, por parte de las autoridades, de la distribución de la renta y de la respuesta de los individuos a tipos impositivos y prestaciones en función de sus niveles de renta. También implica considerar la decisión sobre entraren el mercado laboral o no (incluso sobre cuándo jubilarse), así como sobre cuánto trabajar, además de otras reacciones como la elusión de impuestos y la movilidad de los factores.  




			



			 






			También es relevante diseñar la escala de gravamen teniendo en cuenta otras características observables que reflejan los incentivos en la oferta laboral, el poder adquisitivo potencial o las necesidades de gasto. Por ejemplo, la investigación empírica ha demostrado que las madres con hijos en la escuela primaria y las personas cerca de la jubilación son particularmente sensibles a los incentivos laborales. Por lo tanto, ceteris paribus, estos colectivos tendrían que soportar unos tipos de gravamen efectivos menores que otros colectivos. Existen, por supuesto, límites a la idea de condicionar el gravamen y el pago de las prestaciones en función de determinadas características, dado que en determinados casos pueden ser inequitativas e incurrir en una discriminación legal. De la misma manera, el trato preferencial a individuos con determinadas características puede crear un incentivo no deseado a adquirir, cuando sea posible, tales características. En todo caso, existe también cierta tensión con la neutralidad y, por consiguiente, el beneficio mínimo requerido de alejarse de la misma debería nuevamente ser elevado.  




			



			 






			En el Informe Mirrlees, se ha dedicado especial atención a cómo se debe considerar y medir la progresividad. La casi totalidad del debate general, y una gran parte del trabajo académico, subrayan el efecto de los impuestos en la renta actual de los individuos. No obstante, lo ideal sería intentar evaluar la progresividad del sistema fiscal en función de la renta de una persona durante toda su vida, y no tener en cuenta sólo la imagen reflejada por su renta en un determinado año. Una aproximación a esta idea consiste en considerar la distribución de los gastos, y no la de los ingresos. Los ingresos y los gastos generados durante el transcurso de la vida serán muy similares (la diferencia principal reside en las herencias transmitidas o recibidas), pero la diferencia entre los gastos y los ingresos anuales será mucho más pronunciada, dado que las personas se endeudan o ahorran dinero en función de cómo fluctúan sus ingresos o sus necesidades durante su vida. Ante la ausencia de maneras perfectas de medir los recursos generados durante toda la vida, medidas a corto plazo de ingresos y gastos pueden ofrecer indicadores complementarios y se tendrían que considerar con el correspondiente cuidado de manera conjunta; aunque también es cierto que algunos individuos presentan restricciones financieras sobre sus posibilidades de endeudamiento, por lo que considerar sus ingresos actuales sea para ellos más relevante.  




			



			 






			Por supuesto que existen otras características generalmente deseables de un sistema fiscal. La simplicidad, la estabilidad y la transparencia tienen un papel muy importante. La simplicidad –en la medida en que un concepto de este estilo pueda ser aplicado a algo tan inevitablemente complicado y difícil de manejar como un sistema fiscal moderno– muy probablemente esté relacionada con la idea de la neutralidad. Pero el concepto de un sistema fiscal progresivo y neutral es muy relevante En el siguiente apartado, mostraremos como este concepto general se puede traducir en un conjunto más específico de recomendaciones de política fiscal.  




			



			 






			
3. Recomendaciones para un buen sistema fiscal  




			



			 






			Dos de las fuentes de ingresos impositivos más importantes en los países de la Unión Europea son el IRPF y el IVA. En el Informe, se ha dedicado atención especial al desarrollo de unas líneas generales para estos dos impuestos. Respecto al primero, la principal recomendación consiste en un único impuesto sobre la renta con una reducción general en la base y, digamos, una escala de gravamen con dos o tres tipos impositivos, combinado con una única prestación social para los individuos con pocos ingresos y/o elevadas necesidades de gasto. El diseño de la escala de gravamen tendría que ser coherente con la evidencia empírica sobre cómo individuos con diferentes niveles de renta y con diferentes características demográficas responden a la imposición. En lo que concierne al IVA, la recomendación básica es la de ampliar la base imponible y tender a la uniformidad en los tipos impositivos de todos los bienes y servicios.  




			



			 






			Una recomendación básica es la de que todas las rentas, independientemente de su fuente, se deberían gravar de acuerdo con la misma escala de gravamen y que todos los gastos necesarios para obtener la renta deberían ser fiscalmente deducibles. Esta idea permite evitar el gravamen de rendimientos de diferentes inversiones sin riesgo. La aplicación de tipos impositivos diferentes a ingresos provenientes de fuentes diferentes complica el sistema, favorece injustamente los “menos” gravados, distorsiona la actividad económica a favor de las actividades poco gravadas y facilita la elusión fiscal. El gravamen uniforme de todos los ingresos no sólo implica el mismo gravamen sobre las retribuciones en especie que sobre las dinerarias, sino también la aplicación del mismo gravamen sobre las rentas de actividades económicas, las rentas inmobiliarias, las rentas del ahorro, sobre los dividendos y sobre las ganancias patrimoniales.  




			



			 






			A través del impuesto sobre sociedades, está justificado el gravamen de la mayoría de los ingresos generados por la actividad económica antes de que éstos se distribuyan entre los accionistas. Pero los tipos del IRPF que gravan las rentas que provienen de empresas (dividendos y ganancias derivadas de la venta de acciones) se tendrían que minorar de manera que se tenga en cuenta la cantidad del impuesto de sociedades que ya se ha pagado. El tipo impositivo combinado del impuesto sobre sociedades y del IRPF del accionista debería coincidir con la escala de gravamen aplicada a las rentas del trabajo o de otras fuentes.  




			



			 






			La escala de gravamen se debería aplicar a la renta después de haberse restado las deducciones correspondientes por los costes incurridos para obtener los ingresos, como, por ejemplo, gastos relacionados con el trabajo o con los factores de producción. Este mismo argumento se aplica al ahorro y a la inversión. La obtención de ingresos futuros implica un sacrificio en términos de consumo presente. En este sentido, el ahorro y la inversión son costes asociados a la obtención de ingresos futuros. Esta idea se puede explicitar de dos maneras. En primer lugar, el dinero ahorrado o invertido se puede considerar un gasto deducible en el momento en el que se ahorra o se invierte. En el Reino Unido, éste es exactamente el trato que reciben las contribuciones a planes de pensiones y determinadas inversiones de actividades económicas. Alternativamente, se podría aplicar una deducción anual por el coste de oportunidad del capital previamente ahorrado o invertido. Ésta es la deducción por la tasa de rendimiento (en inglés, rate-of-return allowance (RRA)) en el caso del ahorro y la deducción por los fondos propios invertidos en la sociedad (en inglés, allowance for corporate equity (ACE), que nunca han sido utilizadas en el Reino Unido, aunque ambas se aplican actualmente en otros países. Para activos que generan sólo una tasa de rendimiento normal (activos sin riesgo), la idea presentada anteriormente se puede simplificar y estos activos pueden estar exentos de gravamen. Dejando las cuestiones temporales aparte, estos dos tratamientos son equivalentes. Dado un sistema con tipos impositivos estables, el flujo de deducciones concedidas cada año en el segundo caso tiene el mismo valor presente que la deducción inmediata que ofrece la primera propuesta. En ambos casos, la tasa de rendimiento “normal” del ahorro/inversión está exenta. Y, también en ambos casos, el rendimiento que supere la rentabilidad normal quedará gravado en su totalidad. Esta propuesta ayuda a resolver el dilema al que se han enfrentado durante décadas los gobiernos de todo el mundo: la elección, por un lado, entre prevención de la elusión fiscal y, por el otro, la minimización de los desincentivos al ahorro y a la inversión. Interesados en fomentar el ahorro y la inversión, los gobernantes han perseguido la reducción de los tipos impositivos sobre las rentas del capital. No obstante, conscientes también de que la reducción podría abrir la puerta a la conversión de las rentas de trabajo en rentas del ahorro, se ha intentado mantener los tipos impositivos tan alineados como ha sido posible. El resultado ha sido un compromiso atípico que implica que las rentas del capital se gravan a tipos reducidos, y normalmente diferentes modalidades de rentas del capital se gravan a tipos diferentes, generando de esta manera distorsiones y oportunidades para la elusión. El gravamen de todas las rentas de capital permitiendo al mismo tiempo la plena deducción de los gastos de capital solucionaría ambos problemas.  




			



			 






			Intentar gravar las rentas de capital sin permitir a la deducción de los gastos incurridos para generar dichas rentas provoca un número importante de problemas. En la práctica, la mayoría de los sistemas fiscales gravan las ganancias de capital sólo en el momento en el que se realizan al vender los activos, y no cuando se produce el incremento de su valor, aunque se podría diseñar un sistema fiscal que gravara las ganancias independientemente del momento de su realización. Gravar sólo las ganancias realizadas produce la ineficiencia conocida como “efecto cerrojo” (en inglés, lock-in effect). El ahorro y la inversión se verán más desincentivados en determinados momentos que en otros, a no ser que se actualicen totalmente los valores de los activos de acuerdo con el nivel de precios de cada momento. Y la inversión en determinados activos se verá más desincentivada que en otros excepto que las deducciones por depreciación coincidan con la depreciación económica real, lo cual representa un gran obstáculo al diseñar la política fiscal. Los impuestos sobre el capital no sólo desincentivan el ahorro y la inversión en general, sino que también, y más importante aún, penalizan las diversas formas de ahorro e inversión de diferente forma y, por tanto, distorsionan la forma en que se materialice tanto el ahorro como la inversión.  




			



			 






			A pesar del deseo general de obtener la neutralidad entre las diversas formas de ahorro y de inversión, existe una potente justificación para otorgar un trato “generoso” a las pensiones. La información sobre el comportamiento de los individuos indica que las personas no suelen siempre tomar decisiones a largo plazo y de forma racional. Además, las personas con ahorros insuficientes para su jubilación tienen más predisposición a necesitar prestaciones sociales públicas. Por tanto, incentivarlos a invertir en un fondo de pensiones privados mientras son jóvenes disminuye la posibilidad de este mayor apoyo futuro por parte del sector público.  




			



			 






			Un impuesto sobre la renta que exime una tasa de rendimiento “normal” de las rentas de capital, tal y como lo propone el Informe Mirrlees, es, en líneas generales, equivalente a un impuesto sobre el gasto. Por supuesto que existen otras maneras de implementar un impuesto sobre el gasto, especialmente a través del impuesto sobre el valor añadido (IVA). El punto de partida del IVA es la presunción de que éste puede aplicarse a todo el consumo final de los hogares, mientras que el gasto intermedio de las empresas no es gravado, lo cual se logra permitiendo que las empresas tengan derecho a deducirse el IVA soportado en sus compras. Esto implica que se han de evitar tanto los tipos reducidos o el tipo cero, como las exenciones que no dan derecho a la deducción del IVA soportado en sus costes de producción. Es difícil aplicar el IVA en su forma habitual en determinados bienes y servicios –en especial los servicios financieros y la vivienda-, de manera que como alternativa al IVA se tendrían que implementar impuestos equivalentes desde un punto de vista económico. La tendencia de los gobiernos a establecer diferentes tipos impositivos en el IVA viene con frecuencia provocada por no mirar al sistema fiscal en su conjunto y por no considerar la escala de gravamen del IRPF y las prestaciones sociales como las herramientas más adecuadas para obtener objetivos redistributivos. Los impuestos aplicados sobre la renta sin la posibilidad de deducir los gastos derivados de la obtención de dichos ingresos o los aplicados sobre las ventas sin la posibilidad de deducir los costes de los factores de producción, o los aplicados directamente sobre el gasto empresarial, suelen ser muy ineficientes y no deberían tener espacio en un buen sistema fiscal. Esto lleva a una posición en contra de todos los impuestos sobre transacciones, sobre los factores de producción o sobre el volumen de negocios.  




			



			 






			Nociones de economía básica también indican que las rentas puramente económicas se pueden gravar sin crear una distorsión económica. En la práctica, no obstante, es difícil identificar este tipo de rentas, pero el Informe Mirrlees defiende la introducción de un impuesto sobre el valor de los terrenos que de hecho es un impuesto sobre una renta pura. Puesto que existen argumentos a favor de un impuesto sobre el consumo que grave el valor de la propiedad de los hogares, el problema práctico que implica valorar el suelo separadamente de la construcción sólos ería relevante en el caso del suelo empresarial.  




			



			 






			La existencia de impuestos para corregir fallos de mercados también puede justificar una escala de gravamen no uniforme. Incrementar el precio de las actividades que producen externalidades negativas puede ser una manera eficiente para disminuirlas porque se asegura que las reducciones sean soportadas por los que las pueden implementar con mayor facilidad. Los mayores problemas medio ambientales que deberían ser gravados son las emisiones de carbono y la congestión. También es recomendable el gravamen del tabaco y del alcohol por el daño no internalizado que los que consumen pueden provocar a terceros, pero también a ellos mismos.  




			



			 






			La principal diferencia entre la renta y los gastos generados durante toda la vida viene dada por las donaciones y las herencias. Hay razones para gravar estas transferencias de riqueza. Se puede reducir, con un coste bastante bajo, la desigualdad en las oportunidades de las personas derivadas del simple hecho de su nacimiento en un determinado entorno. En concreto, para ello, el Informe Mirrlees aboga por un impuesto sobre las transferencias recibidas a lo largo de toda la vida. La eficiencia y la equidad se alcanzan mejor si este impuesto grava todas las transferencias –de todo tipo de activos, y tanto si se transfieren como herencia o como donación. Existen, sin embargo, dificultades prácticas inevitables asociadas con el gravamen de estas transferencias. Si estas dificultades implican que mucha de la riqueza transferida no se puede gravar, entonces un buen sistema fiscal se vería comprometido entre dos soluciones de “segundo orden”, o bien dejar que este tipo de transferencias no sean gravadas, o bien intentar hacerlo a través de la introducción de límites en la deducción de los rendimientos “normales” del ahorro, con todos los problemas inherentes al gravamen de las rentas de capital.  




			



			 






			4. Algunos puntos clave y recomendaciones hechas por el Informe Mirrlees


			

			

			

			

			 






			Aunque el Informe subraya la importancia de considerar el sistema en su totalidad, inevitablemente hace una serie de recomendaciones para cada impuesto del sistema fiscal. De entre las diversas alternativas de reforma, el informe selecciona una las diversas opciones existentes. Por ejemplo, existen diferentes opciones para eximir de gravamen la tasa de rendimiento considerada normal del ahorro o para ir hacia un tratamiento más igualitario de la deuda y de los fondos propios en el impuesto sobre sociedades. Auerbach (2012) y Gordon (2011) indican los motivos que habitualmente hacen que las diferentes opciones tengan pros y contras. 


			

			

			 






			4. 1 Impuesto sobre el ahorro y los incentivos laborales 




			

			 






			El impuesto sobre la renta y el sistema de prestaciones sociales tendrían que ser progresivos, coherentes, y diseñados de tal forma que refleje lo que conocemos sobre la distribución de la renta y cómo grupos diferentes de personas responden a los incentivos laborales. En la mayoría de las economías modernas, el sistema carece de coherencia en al menos dos aspectos importantes. En primer lugar, la estructura de las prestaciones de bienestar –tanto las disponibles para las situaciones de desempleo como trabajadores en activo– suele ser muy compleja, impone costes administrativos y psíquicos considerables, y está diseñada en función de diferentes prestaciones con sistemas administrativos dispares, estableciendo distintas definiciones de renta o de bases imponibles a estimar. En segundo lugar, los impuestos sobre los rendimientos del trabajo son incoherentes en dos aspectos. Primero, la estructura de los tipos marginales del IRPF, que es difícil de racionalizar. Segundo, a menudo, existe un sistema separado de contribuciones sociales sobre el trabajador con diferentes reglas y exenciones, lo que de hecho implicados maneras diferentes de gravar los rendimientos del trabajo con diferentes legislaciones y exenciones. Este hecho incrementa de manera innecesaria los costes administrativos y hace el sistema menos transparente.  




			



			 






			Un punto central del debate político de los últimos años ha sido cuál es el tipo óptimo máximo del IRPF, o al menos el que maximizaría la recaudación. El trabajo realizado para el Informe por Brewer, Saez y Shephard (2010), basado en los cambios introducidos en el tipo marginal del IRPF en el Reino Unido durante la década de los ochenta, ha estimado una elasticidad de la renta para este grupo de contribuyentes de 0, 46, lo que implica que el tipo marginal mayor que maximiza la recaudación debería ser del 56% para este grupo, una vez se tienen en cuenta también los impuestos indirectos y las contribuciones sociales.  




			



			 






			Igual de importante, sino más, son los incentivos y las respuestas en los cambios de comportamiento de los que están más cerca del límite inferior de la distribución de la renta, con especial énfasis en el margen extensivo –esto es, la decisión referente a si trabajar o no –y también el intensivo– la decisión referente a cuánta horas trabajar. La consideración del primer margen está siendo utilizada como un argumento para la aplicación de unos tipos óptimos reducidos o incluso negativos para el grupo de contribuyentes de rentas bajas.  




			



			 






			A partir de un amplio abanico de análisis empíricos, el Informe pone en evidencia cómo las respuestas a los incentivos varían en función de la edad de los miembros del hogar. Como casos particulares mencionamos el de las mujeres con hijos en edad escolar y el de las personas en edades cercanas a la jubilación (digamos entre 55 y 70 años); estas dos categorías de individuos responden mucho más a los incentivos que, por ejemplo, los hombres con edades entre 30 y 50 años. Este hecho también se muestra a través de comprobar cómo las tasas de empleo de este último grupo casi no varían en el tiempo o entre países, mientras que la tasa de empleo de los hombres mayores y de las mujeres con hijos son mucho más variables. El Gráfico 1 muestra la tasa de empleo de los hombres por edades en el Reino Unido, Estados Unidos y Francia. Por tanto, establecer incentivos específicos para los grupos más sensibles a los tipos impositivos puede mejorar el bienestar general.  




			



			 






			Gráfico 1. Tasa de empleo masculina por edades en el Reino Unido, EEUU y Francia, 2007 
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			4. 2 Los impuestos indirectos y medioambientales 




			



			 






			A pesar de algunos aspectos relacionados con su complejidad y la evasión, que el IVA sea un impuesto que grava sólo el consumo final y que se recaude en cada fase de la cadena de producción de bienes y servicios, son elementos que lo hacen muy atractivo. No obstante, su implementación deja mucho que desear. Existen problemas específicos derivados de la exención de las exportaciones, por ejemplo, pero los problemas clave en la Unión Europea son los relacionados con la aplicación de tipos cero o tipos reducidos o de exenciones sobre un parte importante del consumo. Ello genera complejidad administrativa, distorsiones arbitrarias entre diferentes tipos de consumo y tratamiento no equitativo de consumidores con gustos diferentes. También pueden crear oportunidades para la acción de grupos de presión y para absurdos debates políticos y legales. Esta última idea se ha visto muy bien ilustrada en el presupuesto del año 2012 del Reino Unido que contemplaba un IVA diferente para la comida caliente ofrecida por minoristas hecho que requiere una definición legal de qué se califica como caliente (o de qué se considera como pan), de las misma manera que hemos necesitado en el pasado una distinción legal entre galletas(producto sujeto a IVA) y pasteles (producto no sujeto a IVA). Al mismo tiempo, se ha reducido el tipo del IVA en remontes de esquí del 20% al 5%. Casualmente, cuando se adopta esta medida el secretario de Estado del Ministerio de Finanzas del gobierno tiene situado en su circunscripción electoral el centro de esquí más importante del Reino Unido.  




			



			 






			En coherencia con la preferencia por la simplicidad y la neutralidad, y la opinión de que la redistribución se consigue de manera más eficiente a través de impuestos directos y prestaciones sociales, el Informe Mirrlees aboga claramente por un IVA con un tipo impositivo único que grave casi todo el consumo. Aunque se reconocen los argumentos económicos a favor de un gravamen menor sobre los bienes que ahorran tiempo y de un mayor gravamen sobre los bienes asociados al tiempo de ocio, con el objetivo de compensar la discriminación que los impuestos en general provocan sobre el trabajo, el Informe considera que, salvo algunas excepciones (la más relevante el cuidado de niños), las ganancias potenciales derivadas de la diferenciación en el tipo impositivo se compensan por las desventajas prácticas que se generan. En todo caso, no existe ninguna correlación en la actualidad entre los bienes gravados a tipo cero y los bienes que deberían gravarse a tipo cero por razones de eficiencia.  




			



			 






			El statu quo con frecuencia se mantiene por el error de no considerar el sistema fiscal en su totalidad. En un sistema fiscal moderno, el IVA es una mala opción para alcanzar la redistribución. El IVA tendría que gravar todos los bienes y servicios al tipo general, pero esta medida se tendría que acompañar con un paquete de reformas adecuadas en lo que concierne al impuesto sobre la renta y al sistema de prestaciones sociales para tener en cuenta los efectos que la ampliación de la base del IVA tendrían sobre la distribución de la renta y sobre los incentivos al trabajo.  




			



			 






			Hay dos formas específicas de consumo que merecen atención especial: la vivienda y los servicios financieros. Actualmente, la vivienda no está sujeta al IVA en el Reino Unido. Aplicar el IVA sobre las viviendas nuevas no tendría ningún efecto sobre la mayoría de viviendas durante varias generaciones. En el Reino Unido, tiene más sentido pensar en gravar el consumo anual que las personas realizan de los servicios derivados de una vivienda que imponer el IVA para las nuevas viviendas construidas (o sobre las viviendas existentes cuando éstas se vendan). Este gravamen, relacionado con el valor actual del consumo de la vivienda, representaría una mejora importante en la imposición actual sobre la vivienda en el Reino Unido. El actual impuesto municipal sobre la propiedad inmobiliaria (Council Tax) se basa en valores de los bienes inmuebles que llevan sin actualizarse desde hace 20 años, es muy regresivo con respecto al valor de las propiedades, y también ofrece un descuento para las viviendas con un solo ocupante –aspectos inequitativos y que fomentan el uso ineficiente del stock de viviendas. El actual impuesto sobre transmisiones de suelo y actos jurídicos (Stamp Duty Land Tax), como impuesto que grava transmisiones es muy ineficiente, desincentiva la movilidad y supone que los bienes no estén en poder de las personas que más los valoran. Además, su estructura “rectangular” –con grandes picos en la cuota a pagar en determinados tramos de base– crea unos incentivos especialmente perversos. La sustitución de estos dos impuestos por un impuesto proporcional sobre el valor actual del consumo de los bienes inmuebles como sustituto del IVA, que generara el mismo nivel de recaudación, sería un importante muy necesario.  




			



			 






			Los servicios financieros están exentos de IVA en toda la Unión Europea. Las exenciones en el IVA son particularmente distorsionadoras dado que impiden que las empresas puedan recuperar el IVA soportado en la compra de sus factores de producción, distorsionando de esta forma su esquema de producción. La exención provoca que los servicios financieros sean demasiado caros para las empresas y demasiado baratos para los hogares (por lo tanto es difícil para las empresas obtener financiación y demasiado fácil para los hogares endeudarse). También se fomenta una preferencia hacia la integración vertical y se distorsiona el comercio internacional, además de crearse tratamientos inadecuados entre actividades similares gravadas de manera diferente. La naturaleza de los servicios financieros impide aplicar el IVA en su forma estándar, pero existen otras formas de imposición equivalentes al IVA desde un punto de vista económico que se podrían aplicar. Es necesario aún concretar e investigar cómo hacerlo, pero ninguna de las barreras mencionadas en el Informe resultan insuperables, mientras que el argumento económico para el cambio es muy potente.  




			



			 






			Por supuesto que no sugerimos uniformidad total en la imposición indirecta. Los argumentos a favor de impuesto adicionales sobre el alcohol y el tabaco son ampliamente conocidos. El Informe dedica particular atención a los impuestos medio ambientales, en especial a los impuestos sobre las emisiones de gases contaminantes que provocan el efecto invernadero y a la congestión de las carreteras.  




			



			 






			El impuesto sobre el petróleo y el diésel es un claro ejemplo de impuestos especiales sobre el consumo. No obstante, el impuesto está muy mal configurado respecto a la principal externalidad asociada con la conducción, la congestión, porque la externalidad que genera depende mucho de la hora y del lugar en el que se produzca. Los beneficios económicos asociados a un cambio hacia el gravamen de la congestión serán sin duda sustanciales –en el Reino Unido podrían alcanzar hasta el 1% de la renta nacional según algunas estimaciones. A medida que los automóviles son más eficientes y consumen menos y dada la posibilidad de que los coches eléctricos sustituyan los vehículos contaminantes tradicionales –un cambio que de todas formas tendrá que pasar si queremos cumplir los objetivos de reducción de emisiones de carbono– el sistema actual de imposición sobre los carburantes será cada vez menos eficaz en limitar la congestión. También conseguirá recaudar menos ingresos de los automovilistas haciendo que se “ofrezca” cada vez menos a cambio del gravamen sobre la congestión.  




			



			 






			Tal vez no sorprenda a nadie que impuestos con una larga tradición se han desarrollado de manera compleja que con frecuencia provocan costes de bienestar. Sin embargo, una conclusión del Informe es que hasta los nuevos elementos del sistema fiscal como la aplicación de un impuesto sobre la emisión de gases contaminantes son complejos y con frecuencia no permiten avanzar de manera sistemática en los objetivos perseguidos.  




			



			 






			Con un mercado de emisiones en la Unión Europea de alcance limitado que coexiste con una pléyade de diferentes e inconsistentes políticas domésticas, la imposición efectiva de las emisiones de gases con efecto invernadero puede variar mucho en función de la fuente de emisión (el tipo de combustible, por ejemplo) y de la identidad del usuario (hogar o empresa, por ejemplo). Esta idea está ilustrada en el Gráfico 2 que también muestra cómo reformas recientes han incrementado tanto los niveles de los impuestos sobre el carbono como las disparidades en el trato que reciben diferentes fuentes con precios sobre el carbono implícitos que pueden oscilar entre cero para el gas utilizado para la calefacción de las viviendas y hasta 60 libras por tonelada de electricidad utilizada por las empresas y generada en estaciones de gas. Además, el tipo reducido del IVA sobre el consumo doméstico de combustible actúa como un subsidio efectivo a favor de las emisiones de carbono. El Informe recomienda un precio consistente para las emisiones de carbono, que comprenda tanto una reforma del mercado europeo de emisiones como un sistema simple y coherente de imposición sobre las emisiones fuera del alcance del mercado de emisiones.  




			



			 






			Gráfico 2: Impuestos implícitos sobre el carbono en el Reino Unido, £ por tonelada, precios de 2011 
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			Fuente: Advani, Levell y Stoye (2011)


			

			



			 






			4. 3 El gravamen del ahorro y la riqueza  




			



			 






			La forma adecuada de imposición sobre el ahorro es una cuestión central en toda reforma del sistema fiscal. El Informe Mirrlees dedica una consideración especial a la idea de gravar la rentabilidad normal del ahorro. Cuatro cuestiones se utilizan para argumentar esta idea. Podría ser que la decisión de aplazar el consumo nos indique algo sobre la capacidad de generar renta de un individuo. Los más hábiles desde un punto de vista intelectual pueden estar más dispuestos a ahorrar. El gravamen “neutral” del ahorro podría distorsionar las decisiones a favor del ahorro financiero con respecto a la inversión en capital humano si existen límites en el crédito o si es difícil de estimar y compensar la totalidad de los costes de inversión en capital humano. Podría ser que el gravamen del ahorro incremente la oferta del trabajo de los que han ahorrado por una hipotética pérdida en la capacidad de obtener renta, pero que, posteriormente, se encuentren con que no necesitaban ahorrar por este motivo. También podría ser que el consumo futuro sea una manera de complementar el ocio actual. Estos argumentos se han explorado con detalle por Banks y Diamond (2010) en una contribución esencial para la publicación del Informe y de su volumen principal.  




			



			 






			Sin embargo, las conclusiones principales son que el sistema fiscal tendría que tratar las diferentes formas de ahorro de manera similar, no tendría que introducir incentivos importantes para que los individuos consuman en sus vidas antes que después, y no tendría que tener efectos sensibles como consecuencia de la tasa de inflación. En el Reino Unido son necesarias reformas significativas, así como en otras partes de Europa, que reduzcan las diferencias arbitrarias entre el tratamiento fiscal que reciben diferentes activos. Estas diferencias arbitrarias se muestran claramente con los datos del Cuadro 2 referidos al Reino Unido. 


			

			

			

			

			

			 

			 






			Cuadro 2. Tipos impositivos efectivos sobre el ahorro de diferentes activos 
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			Notas: Se presume un 3% de interés real anual y un 2% de inflación. Los cálculos para el rendimiento de bienes inmuebles y de acciones presumen que la rentabilidad real se deriva del alquiler, interés o dividendo, mientras que las ganancias de capital igualan la tasa de inflación y se realizan al finalizar el periodo en cuestión. La vivienda alquilada se presume que no se adquiere con financiación ajena. Los cálculos para la pensión del empleador presumen que el empleado contrata una segunda pensión. El contribuyente se presume que tributa al tipo básico o al más elevado durante todo el periodo, ha utilizado totalmente la exención de las ganancias de capital si puede y no tiene derecho a obtener ningún beneficio social o deducción en la cuota.  




			Fuente: Wakefield, 2009.  




			



			 






			Una recomendación clave es que el sistema fiscal tendría que eximir de gravamen, en la medida que sea posible, los rendimientos normales del ahorro, seguramente sujeto a ciertos límites, y conseguir que el sistema no esté afectado por la inflación. Conseguir que el gravamen del ahorro sea correcto es también muy importante a la hora de asegurar que el impuesto sobre la renta y el de sociedades estén bien integrados.  






			 






			Estos objetivos se pueden cumplir mediante un sistema que grave sólo los rendimientos “excesivos”, y que exima de gravamen los rendimientos y ganancias de capital que correspondan con la tasa de rendimiento “sin riesgo” o “normal”. La principal recomendación para la reforma sería la exención de los intereses generados por las cuentas corrientes y las de empresa, junto con una deducción por fondos propios (la antes mencionada RRA) por la propiedad de activos con riesgo, como las acciones de una empresa, que pueden producir rendimientos superiores. Para simplificar todo, también se aplicaría una exención para los rendimientos que provienen de las participaciones en fondos propios de entidades más pequeñas y en fondos de inversión, en concordancia con las cuentas “ISA –Individual Savings Account” en el Reino Unido.  




			



			 






			La deducción por rendimientos considerados normales se calcularía a través de la aplicación del tipo de interés nominal y sin riesgo sobre la suma total del ahorro colocado en determinados activos. No se necesitaría una indiciación explícita –en este caso, la suma del ahorro se calcula como la diferencia entre el valor de las compras de activos y el valor de las ventas de activos. Toda renta o ganancia de capital realizada en el año presente, que sobrepasa el límite exento establecido por la deducción, se gravaría al tipo marginal correspondiente del individuo en su impuesto sobre la renta. En los casos donde la deducción es superior a los rendimientos generados por los activos realizados en un periodo impositivo determinado, la diferencia sería compensable en los años siguientes con los respectivos intereses nominales, aplicando el mismo tipo de interés utilizado para determinar la deducción. Más allá de la necesaria especificación de este tipo de interés nominal, este sistema no necesita ninguna información adicional para poder operar que la información ya necesaria habitualmente para gravar las ganancias de capital en el sistema fiscal actual. En la mayoría de los casos, la tasa de rendimiento considerada normal se puede aproximar utilizando el tipo de interés de los bonos públicos a medio plazo. Un sistema similar se utiliza en Noruega para gravar dividendos y ganancias derivadas de acciones.  




			



			 






			Además de reducir las distorsiones a favor del consumo actual sobre el ahorro generadas en un sistema estándar de imposición de la renta, la implementación de la deducción mencionada dentro del impuesto sobre la renta presenta grandes ventajas prácticas. El gravamen de las ganancias de capital supone grandes problemas para el impuesto sobre la renta en su forma “convencional”: el gravamen de las ganancias en el momento en el que se realizan en vez de gravarlas de manera gradual a medida que se generan crea un efecto cerrojo, que incentiva a las personas a aplazarla venta de los activos cuyo valor se ha incrementado; al mismo tiempo, el gravamen de ganancias meramente nominales hace que el tipo efectivo sea muy sensible a la inflación. Tratamientos específicos que han intentado solucionar este último problema gravando las ganancias de capital con tipos preferenciales, generan incentivos a favor de la elusión fiscal y favorecen, siempre que es posible, la conversión de las rentas del trabajo en ganancias de capital gravadas a un tipo inferior. En el Reino Unido, la sucesión de reformas insatisfactorias de la imposición sobre las ganancias de capital durante los último 15 años es una muestra suficiente de cómo se materializan estos problemas. La propuesta de la deducción (o RRA, en sus siglas inglesas) soluciona todos estos problemas. También se integra de una manera coherente con el impuesto sobre sociedades, un ingrediente importante al establecer una imposición sobre el ahorro bien estructurada. El tipo impositivo del impuesto sobre la renta a aplicar sobre el exceso de rendimientos generados por los dividendos y las acciones se reduciría, en comparación al tipo sobre otros activos, para reflejar la cantidad ya pagada a nivel empresarial, a través del impuesto sobre sociedades. La RRA en el impuesto sobre la renta es el equivalente de la deducción por fondos propios, la opción preferida por nosotros para la imposición sobre las sociedades.  




			



			 






			Existen otras maneras teóricas equivalentes a través de las cuales se conseguiría la eliminación de gravamen sobre los rendimientos considerados como normales de los ahorros. Como propuesta práctica de reforma, la deducción presenta ventajas potenciales respecto a la propuesta de impuesto puro sobre el gasto recomendada en el informe Meade (1978). La RRA permite el gravamen del ingreso “al momento” y genera menor carga fiscal sólo cuando se realizan los rendimientos, hecho que permite hacer más clara la transición hacia dicho sistema. También soluciona el problema del riesgo de pérdida de ingresos generado por los que han ahorrado y evitan la imposición localizándose en el exterior, antes de que obtengan sus ahorros. En el contexto de la movilidad internacional creciente, esta es una consideración importante.  






			 






			Dicho esto, para los ahorros dedicados a pensiones el tratamiento fiscal actual parece, en general, ser correcto dado que sus alternativas tienen el riesgo de ser muy complejas. Algunas ventajas fiscales (más allá de su deducibilidad) se podrían diseñar para incentivar, o recompensar, que la disponibilidad del ahorro quede restringida por un periodo largo. No obstante, se puede defender también que el sistema actual de imposición de las pensiones del Reino Unido debe simplificarse y que algunos cambios se tendrían que introducir para eliminar las inconsistencias que provocan que las contribuciones del empleador sean mejor tratadas desde un punto fiscal que las de los empleados. Estas últimas anomalías se generan a causa de las distinciones hechas entre el impuesto sobre la renta y las contribuciones a la seguridad social, y entre contribuciones del empleador y contribuciones del empleado, ilustrando una vez más las anomalías derivadas de la existencia de dos sistemas separados que gravan de la renta.  




			



			 






			Para la mayoría de las personas, esta propuesta significaría una reducción de los impuestos que pagan por los rendimientos de sus ahorros. La gran excepción sería los que generan ingresos elevados en forma de ganancias de capital o los que consiguen altos rendimientos de forma general.  




			



			 






			El trato fiscal que reciben los ahorros tiene un papel crucial en asegurar que el sistema fiscal es eficiente y equitativo a lo largo de la vida del individuo. No obstante, existen argumentos suficientes para considerar de manera diferente la riqueza que transmiten las personas –especialmente en formas de herencia entre diferentes generaciones. Recientes incrementos en las desigualdades en la riqueza, junto con incrementos en la riqueza sobre bienes inmuebles de determinados grupos, implican una mayor defensa de la imposición sobre transmisiones de riqueza en base a criterios de equidad y eficiencia. El impuesto actual sobre las herencias en el Reino Unido es injusto por varias razones: no logra gravar a los que hacen donaciones en vida y beneficia a los que planifican estos aspectos envida para evitar el gravamen una vez producida la muerte, mientras que grava de manera más fuerte a los que (en general, porque tienen medios más modestos) no pueden planificar estos aspectos para evitar el pago del impuesto. Es ineficiente porque genera demasiados comportamientos derivados únicamente por razones impositivas y conduce hacia la inversión de ciertas clases de activos, como los relacionados con la agricultura y las actividades económicas, sin ninguna razón clara que no sea, supuestamente, la presión política hecha por los grupos de agricultores y de empresas familiares. La lógica conduce hacia la preferencia por un impuesto sobre las transmisiones recibidas a lo largo de la vida en lugar de un impuesto sobre los bienes inmobiliarios a la muerte del contribuyente. Pero esta es un área que en la cual el Informe Mirrlees admite que existen varios retos administrativos y de transición que se han de superar, antes de la implementación exitosa de una propuesta de este estilo.  




			



			 






			4. 4 Impuesto sobre sociedades 




			



			 






			En la mayoría de economías europeas, como el Reino Unido, existen dos grandes impuestos sobre las empresas: el impuesto sobre sociedades y el impuesto sobre el valor de los bienes inmuebles empresariales. Este último genera un importante número de distorsiones: discrimina en función de los diferentes tipos de empresas y desincentiva el desarrollo de la propiedad inmobiliaria empresarial. Se debería eliminar y reemplazar con un sistema que grave el valor de los terrenos, sustituyendo de esta forma uno de los impuestos más distorsionadores del sistema actual por un impuesto neutral y eficiente. La segunda propuesta principal relacionada con el impuesto sobre sociedades es la introducción de una deducción para los fondos propios empresariales (cuyas siglas en inglés son ACE) dentro del impuesto sobre sociedades. El ACE implica una deducción explícita por el coste de utilizar la financiación a través de los fondos propios, similar a la deducción existente derivada del uso de financiación ajena. Esto iguala el tratamiento de las diferentes fuentes de financiación. Igual que la RRA, la ACE puede ser diseñada para eliminar el efecto del impuesto sobre sociedades sobre la tasa de rendimiento necesaria para todas las formas de inversión empresarial. Los diferentes activos en los que invierten las empresas se tratan de manera igual, y no existe ninguna variación de la cuota del impuesto respecto a la tasa de inflación. Con esta forma de base del impuesto sobre sociedades, los proyectos de inversión que generan solo la tasa de rendimiento mínimo o “normal” están exentos de gravamen, y la recaudación se obtiene de las empresas que generan rendimientos superiores a los normales o rentas económicas.  




			



			 






			La exención de la tasa de rendimiento considerada como normal del impuesto sobre sociedades encaja muy bien con la propuesta de eximir la tasa de rendimiento normal generada por el capital invertido en el sector empresarial dentro del marco del impuesto personal sobre la renta –como se conseguiría a través de la deducción por rendimientos normales para los fondos propios en sociedades y en actividades económicas no societarias. Una adecuada equiparación de los tipos impositivos que recaen sobre los beneficios societarios, los dividendos, las ganancias de capital derivadas de acciones y otras fuentes de ingresos personales puede asegurar que los propietarios que controlan pequeñas empresas no tengan un incentivo fiscal para retribuirse vía dividendos en vez de salarios, y también conseguiría un mismo tratamiento fiscal para las rentas derivadas del trabajo, o de actividades económicas propias del empresario. Mucha de la legislación diseñada para evitar la elusión de estos grupos sería redundante.  




			



			 






			La experiencia de Bélgica y de otros países con las deducciones tipo ACE indica que esta propuesta es factible y compatible con las obligaciones derivadas de los tratados de la Unión Europea. Algunas de las oportunidades de compañías internacionales para transferir sus beneficios fuera del Reino Unido se verían reducidos por la introducción de una ACE –particularmente, el incentivo de utilizar financiación ajena (y fiscalmente deducible) en el Reino Unido para financiar los recursos propios de filiales que operan (y pagan impuestos) en otras jurisdicciones con tipos inferiores del impuesto sobre sociedades. Cualquier compra de capital en una filial de la compañía reduciría la deducción por ACE de la empresa. Otros mecanismos a través de los cuales las empresas del Reino Unido pueden reducir sus impuestos, como la manipulación de los precios de transferencia, permanecerían. No obstante, para un mismo tipo impositivo sobre sociedades, estas oportunidades no serían mayores que las que sedan bajo la base imponible contemplada en el actual impuesto.  




			



			 






			La introducción de una deducción que refleje el coste implícito de la utilización de la financiación propia tendría un coste recaudatorio muy importante. Sería un error muy grande intentar recaudar esta cantidad a través de un incremento del tipo del impuesto sobre sociedades. Al fijar el tipo impositivo adecuado que debería gravar las rentas societarias se tiene que valorar correctamente las ventajas de gravar fuentes de renta principalmente inmóviles con las desventajas de (intentar) gravar fuentes de rentas muy móviles y que presentan un probabilidad muy grande de localizarse en otros países en caso de que el tipo impositivo del Reino Unido sea muy elevado. Inevitablemente, esto depende de los tipos de gravamen sobre sociedades de los otros países, tipos que han ido disminuyendo en las tres últimas décadas y que podrían caer aún más a causa de la mayor integración económica. Incrementar el tipo impositivo del impuesto sobre sociedades aumentaría también los incentivos de las empresas multinacionales a deslocalizar los beneficios. Si el tipo impositivo actual del Reino Unido es más o menos apropiado, la implicación es que al gravar los rendimientos normales de las inversiones financiadas con capital propio, estamos actualmente recaudando demasiados ingresos del impuesto sobre sociedades. Nuestras recomendaciones son la introducción de la deducción por utilización de fondos propios sin incrementar el tipo de gravamen del impuesto sobre sociedades, aceptar una menor recaudación del impuesto sobre sociedades y equilibrar el peso relativo de los diferentes impuestos como parte de un paquete de reforma global del sistema fiscal.  




			



			 






			En este contexto, la problemática de la incidencia de los impuestos y quién soporta el coste de las distorsiones introducidas por el sistema fiscal son cruciales. A través del incremento del coste de la financiación propia, el impuesto sobre sociedades también tiende a reducir el nivel global de la inversión empresarial. En una economía abierta, los costes de esta distorsión serán soportados, en su mayoría, por los trabajadores nacionales. Los propietarios de capital pueden invertir en otros lugares. Una inversión de capital menor en el Reino Unido implica menos capital por trabajador y una productividad del trabajo menor. A largo plazo, esto se verá reflejado en unos salarios reales más bajos, hecho que empobrecerá a la población trabajadora. El gravamen directo de los salarios generaría la misma recaudación, pero con más capital por trabajador, por lo tanto más producción por trabajador un resultado más eficiente que también dejaría a los trabajadores en mejor situación, a pesar del mayor impuesto sobre las rentas del trabajo.  




			



			 






			5. Resumen de las ideas principales


			

			

			 






			Los gobiernos se enfrentan a una presión enorme para incrementar los ingresos del sistema fiscal en un momento en el cual las peticiones de redistribución son muy fuertes. La necesidad de una reforma fiscal en los países europeos con el fin de lograr un sistema fiscal más eficiente y justo subraya la importancia de una discusión abierta e informada sobre las propuestas alternativas de reforma.  




			



			 






			En este resumen, he sugerido un conjunto de reformas radicales cuyo objetivo es la creación de un sistema fiscal más eficiente y efectivo, basándome en las recomendaciones del Informe Mirrlees. Estas reformas llevarían hacia un sistema fiscal progresivo y neutral. La combinación derivada de eliminar del impuesto la tasa considerada como normal del rendimiento del capital, igualar los tipos impositivos sobre todas las fuentes de ingresos y ampliar considerablemente la base imponible del IVA llevaría al sistema fiscal hacia la neutralidad. La progresividad se puede mantener –o cambiar si se desea– a través del impuesto sobre la renta y del sistema de prestaciones sociales públicas. La progresividad del sistema en su conjunto debe venir por estas vías. Es importante combinar estas medidas con reformas que simplifiquen y racionalicen el sistema de prestaciones sociales y que aseguren que los impuestos personales y las prestaciones estén diseñados de forma que tenga en cuenta lo que conocemos sobre la respuesta de las personas a los incentivos. En los casos en los cuales existan razones muy relevantes para alejarnos de la neutralidad –como cuando existen externalidades medio ambientales– este alejamiento debe diseñarse mejor que en la actualidad y centrarse claramente en la externalidad creada. Esta idea tendría que materializarse en la existencia de unos precios coherentes del carbono y de un gravamen sobre los automovilistas que reflejen la principal externalidad que éstos causan, la congestión.  




			



			 






			Finalmente, merece la pena destacar que en las propuestas de reformas fiscales generales existen algunos aspectos muy relevantes relacionados con la equidad y la transición que podrían impedir su implementación. Muchas reformas propuestas, aunque neutrales en su conjunto desde un punto de vista distributivo, incrementarían sin duda la carga fiscal de los hogares en determinados casos. Aunque lo correcto sea ir hacia una política mejor y el correspondiente equilibrio, la transición es siempre un reto. Los cambios se tendrán que gestionar con mucho cuidado y, con frecuencia, se tendrán que introducir de manera gradual. En algunos casos, esto podría aliviar los costes de la transición. En otros casos, donde el problema principal sea el impacto producido sobre un determinado grupo de individuos, será muy importante hacer que la transición sea gradual. No obstante, muchos de los costes relativos al statu quo son inevitables. Se tendrán que valorar muy bien por los políticos. A estas alturas del siglo XXI, los beneficios a largo plazo derivados del cambio superan con creces los costes de transición. No podemos dejarnos llevar siempre por la tiranía del statu quo.  
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			El impuesto sobre la renta de las personas físicas (IRPF) grava la renta al considerarse que ésta constituye un buen índice de la capacidad económica de las personas físicas. En el impuesto, se tienen en cuenta también las circunstancias personales y familiares de los contribuyentes para adaptarse así a su verdadera capacidad de pago. De hecho, aunque en la mayoría de países hoy en día son los individuos los contribuyentes del IRPF, tradicionalmente se consideraba que la capacidad económica era de la familia, por lo que se establecía la obligatoriedad de la declaración  conjunta como forma habitual de declaración. Además, el impuesto es progresivo porque se considera que la capacidad de pago aumenta más que proporcionalmente con la renta. Por tanto, el IRPF desempeña un importante papel desde el punto de vista de la equidad tanto horizontal como vertical. Ahora bien, el impuesto puede incidir en las decisiones de las personas, generando distorsiones que afectan principalmente a la oferta de trabajo (trabajar o no; o número de horas a trabajar) o al ahorro (volumen y composición del ahorro), por lo que no puede olvidarse su importancia en términos de eficiencia del sistema fiscal (Meghir y Phillips, 2010). Por otro lado, el impuesto  genera una elevada recaudación; sin duda, un aspecto fundamental en tiempos de consolidación presupuestaria, representando para el conjunto de países de la OCDE un 25% del total de ingresos tributarios, si bien este porcentaje se sitúa en torno al 20% en nuestro país. Finalmente, el número de contribuyentes del impuesto es muy elevado (superior a los 19 millones de declaraciones en España), lo que sin duda debe tenerse en cuenta a la hora de regular un impuesto que debe ser simple con la finalidad de que sea entendible para la mayoría de ciudadanos. 




			



			 






			En definitiva, el impuesto sobre la renta constituye un pilar fundamental de los sistemas fiscales modernos y por esta razón en este capítulo se pretende dar respuesta a los temas más relevantes que deben considerarse de cara una  posible reforma del mismo. En concreto, planteamos dar respuesta, entre otros, a los siguientes: 




			



			 






			1. La Ley 44/1978, de 8 de septiembre, introduce en España por primera vez un verdadero impuesto global sobre la  renta, en el cual toda la renta se calcula de una manera sintética y se grava de la misma manera. Ahora bien, ya la  Ley 48/1985, de 27 de diciembre, introdujo un nuevo sistema de compensación entre rendimientos e incrementos y  disminuciones patrimoniales, que limitaba la compensación entre los diferentes tipos de renta para evitar la realización de pérdidas patrimoniales con el objetivo de reducir la factura fiscal. Si bien reformas posteriores han introducido sucesivas variaciones en el sistema de compensación e integración de rentas, lo cierto es que la filosofía de limitar la compensación de rentas se ha mantenido. Además, también se han ido introduciendo tratamientos especiales para los incrementos patrimoniales, como los llamados coeficientes de abatimiento que podían llegar a producir la plena exención de las plusvalías o el establecimiento de un tipo proporcional reducido. Por tanto, el impuesto sobre la renta español se mantiene hasta 2006 como un impuesto en teoría global/sintético, si bien con  elementos de dualización, como de hecho ocurre en la mayoría de países desarrollados. 




			



			 






			Ahora bien, la Ley 35/2006, de 28 de noviembre, parece optar claramente por un modelo dual de tributación, en la  línea del impuesto dual nórdico (Sorensen, 1998), que grava todas las rentas del capital, también las societarias, a un  tipo impositivo único proporcional, mientras las rentas del trabajo tributan a tipos progresivos más elevados. Con el nuevo modelo, la mayor parte de las rentas del capital tributan en el impuesto español en la base del ahorro, a un tipo impositivo proporcional reducido, mientras que las demás rentas (las del trabajo, pero también los rendimientos del capital inmobiliario y los de actividades económicas) forman la base general que tributa de acuerdo con una tarifa progresiva a tipos marginales más elevados. No obstante, la llegada de la crisis económica y las  necesidades de consolidación presupuestaria llevan a sucesivos cambios que acaban representando una subida generalizada de todos los tipos impositivos, y en el caso de la base del ahorro la introducción de una tarifa de  progresividad moderada (21%, 25% y 27%), si bien aún a unos tipos impositivos inferiores a los de la tarifa general que en 2012 se sitúan entre el 24,75% y el 54%, aunque en algunas comunidades autónomas puede llegar a ser del 56%. Además, en el caso de los dividendos se establece la exención de los primeros 1.500 euros, con el objetivo de  paliar la doble imposición que genera la aplicación conjunta del IRPF y el impuesto sobre sociedades. 




			



			 






			Por tanto, la primera cuestión a analizar se refiere al modelo de impuesto sobre la renta deseable en España, a si es razonable gravar las denominadas rentas del ahorro a tipos diferentes a los de la base general y a si todas las rentas se podrían compensar libremente entre sí. Y, a continuación, cabe valorar también cómo deben gravarse los dividendos en el IRPF. 




			



			 






			2. El impuesto sobre la renta grava la obtención de todo tipo de rentas. Sin embargo, en el debate público, se suele afirmar que el impuesto prácticamente se convierte en un gravamen sobre las rentas del trabajo, por el elevado peso que éstas tienen sobre el total de las rentas declaradas, cercano al 80%. En cambio, los rendimientos declarados por la realización de actividades económicas representan solamente el 7% del total. 




			

			

			 


			

			En este sentido, cabe destacar que los empresarios y profesionales pueden estimar su renta de dos maneras alternativas, la directa y la objetiva. Algo más de la mitad estiman su rendimiento neto a partir del sistema de estimación objetiva basado en unos signos, índices y módulos, que no dejan de ser aproximaciones a un rendimiento neto medio presunto para cada tipo de actividad y que la literatura académica suele criticar por las distorsiones e inequidades que generan (Paredes, 2011). 




			



			 






			En estimación directa, por su parte, los rendimientos netos medios declarados ascienden en 2008 a 12.089 euros, importe que en general suele sorprender por ser inferior al rendimiento neto medio declarado del trabajo, 19.288  euros para ese mismo año. En este sentido se suele destacar la dificultad de controlar la oportuna declaración de todos los ingresos obtenidos, así como que los gastos deducibles correspondan realmente al ejercicio de las actividades (Martínez, 2012). 




			



			 






			En consecuencia, la segunda cuestión a tratar se refiere a cómo deben calcularse los rendimientos de las actividades económicas, valorando si el sistema de estimación objetiva es el adecuado para estimar el rendimiento o si existen otros sistemas alternativos que facilitando el cálculo del rendimiento neto puedan calificarse como mejores. Asimismo, en este punto se quiere responder cómo se puede asegurar un mejor cumplimiento de esta tipología de rentas, cumplimiento además que también tiene implicaciones en otros impuestos como en especial el IVA. 




			



			 






			3.  La vivienda en el impuesto sobre la renta español recibe diferentes tratamientos especiales. Respecto a la  vivienda en propiedad, y en contra de la definición de renta extensiva de Haig-Simons, no genera desde 1999 imputación alguna de renta por el uso de la vivienda habitual. Además, en contra de lo que la literatura académica ha venido defendiendo (García Montalvo, 2007), finalmente se mantiene la deducción por adquisición de la vivienda habitual con independencia del nivel de renta de los contribuyentes. En relación con el arrendamiento de viviendas,  existen también dos tratamientos especiales en el impuesto, uno por el lado de la oferta y el otro por el lado de la demanda. El primero, en vigor desde 1999, consiste en ofrecer al propietario de los inmuebles destinados a vivienda, una reducción del 60% del rendimiento neto a declarar, reducción que puede ser del 100% según la edad y rentas del arrendatario. Por el lado de la demanda, desde 2008 se vuelve a introducir la deducción estatal en la  cuota para fomentar el arrendamiento de la vivienda habitual, si bien su aplicación se condiciona al nivel de renta del  arrendatario. 




			



			 






			Ante esta situación, la tercera cuestión que se quiere analizar guarda relación con el tratamiento fiscal en el IRPF de  la vivienda, intentando responder cuestiones como ¿es el IRPF un instrumento a utilizar de cara a un correcto funcionamiento del mercado de la vivienda? ¿Tiene sentido incentivar a la vez la compra y el alquiler de la vivienda habitual? ¿Debe incentivarse la compra o el alquiler, o ninguno de los dos? En su caso, ¿con qué instrumentos? 




			



			 






			4. El modelo de imposición dual nórdico, en el cual se inspira el impuesto español desde 2007, suele justificarse por ofrecer un tratamiento razonable y homogéneo de las rentas del capital, evitando así una heterogeneidad que distorsiona la composición del ahorro de los contribuyentes. Ahora bien, el impuesto español, como de hecho también sucede en otros países de nuestro entorno, además de ofrecer un tratamiento favorable a la vivienda habitual, también existen incentivos fiscales para el denominado ahorro previsión, mediante una reducción en la base imponible. 




			



			 






			La cuarta cuestión que se quiere responder se centra sobre las modalidades de ahorro previsión y si deben seguir recibiendo un tratamiento favorable en el impuesto sobre la renta y, en su caso, de qué manera, en la base o en la cuota del impuesto, y con qué límites debe regularse. 




			



			 






			5.  El impuesto sobre la renta, como se ha dicho al inicio de este capítulo, juega un papel fundamental en la progresividad de los sistemas fiscales. La progresividad del impuesto viene determinada principalmente por los  mínimos personales y familiares (deducciones que se aplican con independencia del nivel de renta de los contribuyentes para adaptarse a sus circunstancias subjetivas), la progresividad de las tarifas impositivas y las deducciones específicas (deducciones en general condicionadas a ciertas aplicaciones de la renta). Hay otros elementos que, sin duda, pueden condicionar la progresividad del impuesto, como son los tratamientos especiales que reciben algunas rentas o el mismo fraude fiscal, si bien en este punto nos centraremos en los tres elementos  mencionados. 




			



			 






			Los mínimos personales y familiares se pueden aplicar en la base del impuesto o en la cuota del mismo, siendo diferente su efecto sobre la progresividad. No obstante, la progresividad no es el único objetivo del impuesto, por lo que respecto a los mínimos queremos analizar dónde deben aplicarse los mínimos personales y familiares, si en la base o en la cuota, y si el sistema actual, de unos mínimos que se definen en la base pero que se aplican en el cálculo de la cuota, es consecuente con los postulados de la hacienda pública. Y una vez estudiado esto, se propone analizar cómo se deben calcular el importe de los mismos y si los importes actuales parecen adecuados de acuerdo con su finalidad. 




			



			 






			6. Los tipos impositivos del impuesto han ido variando considerablemente desde la introducción del IRPF en España en 1979. El tipo marginal más elevado lo encontramos en 1982, cuando alcanza el 68,47%, si bien el tipo medio resultante no podía ser superior al 42%. Es importante tener en cuenta que a finales de los años setenta y principios de los ochenta era frecuente en la mayoría de países desarrollados tener tipos marginales superiores al 70%. A  partir de 1988 y hasta 1998 el tipo marginal máximo se sitúa en el 56%, posteriormente reformas introducidas lo reducen sucesivamente al 48% (1999-2002), al 45% (2003-2006) y al 43% (2007-2010), siempre que la tarifa propia  de cada comunidad autónoma no hubiera experimentado variaciones. En 2011 y 2012 las necesidades financieras llevan a introducir en la tarifa estatal nuevos tipos marginales y una subida generalizada de la tarifa, respectivamente, que sitúan el marginal máximo en el 52%, que en el caso de comunidades que también han aumentado su tarifa (siete en 2012) puede ser incluso superior, hasta un máximo del 56%, como sucede en Cataluña. Si bien en los países de la OCDE, sin embargo, el tipo marginal máximo se sitúa en 2010 en el 41,5% (Brys, et al., 2011), países como el Reino Unido o Portugal también han aprobado subidas importantes en los tipos marginales máximos. En  Francia, por su parte, el presidente Hollande prometió la creación de un nuevo tipo marginal máximo del 70%, y destacados economistas (Landais et al., 2011) proponen la creación de un nuevo impuesto sobre la renta con un  tipo efectivo máximo del 60%, porque se aplicaría sobre la totalidad de la renta. 




			



			 






			Ante este contexto, en el capítulo se propone analizar cómo debe ser la tarifa del impuesto sobre la renta y hasta dónde pueden llegar los tipos marginales más elevados teniendo en cuenta los efectos que puede generar sobre la oferta de trabajo y el ahorro 




			



			 






			7. En la actualidad se aplican también deducciones específicas en las cuotas del impuesto, tanto en la estatal como  en la de cada comunidad autónoma. Las deducciones estatales más relevantes ya se han comentado anteriormente, al guardar relación con la vivienda. Ahora bien, y aunque existe un capítulo específico para analizar el papel de los gobiernos subcentrales en el sistema fiscal español, creemos oportuno también tratar en este capítulo sobre el IRPF, las deducciones autonómicas actuales. En 2002, primer año en que las autonomías pueden aprobar deducciones propias en la cuota del impuesto, se aplican 47 deducciones, lo que representa una media algo superior a 3 por comunidad. En 2007, el número de deducciones autonómicas llega ya a 120, lo que representa una media de 8 por comunidad. Pero en 2011, el número total de deducciones autonómicas asciende hasta 169, esto es, una media de 11,27. La tipología y configuración de las deducciones es muy variada, así como su ámbito de aplicación y coste recaudatorio, pero el simple análisis en el número de deducciones nos permite observar la importancia creciente de las mismas. 




			



			 






			Por esta razón, de cara a una reforma del IRPF cabe plantearse qué papel han de desempeñar las deducciones autonómicas desde un punto de vista general del impuesto, esto es, si permiten alcanzar o no unos objetivos deseados y, a su vez, si condicionan o no las prácticas de gestión e inspección del  impuesto por parte de la administración tributaria. 




			



			 






			8. La elevada tasa de desempleo constituye sin duda un problema fundamental de la economía español, situándose en niveles cercanos al 25% y afectando a más de cinco millones y medio de personas. Sin duda, no es el IRPF el  causante de este problema ni tampoco va a ser la solución al mismo, puesto que es un problema que principalmente tiene que ver con el funcionamiento del mercado de trabajo y la situación de la economía española. Ahora bien, en  el sistema comparado encontramos que diversos países, siguiendo el ejemplo de Estados Unidos, han introducido mecanismos en el IRPF, habitualmente mediante deducciones en la cuota que pueden dar lugar a una cuota líquida negativa, tendentes a fomentar la incorporación al mercado de trabajo de individuos o familias con bajos ingresos. En España, de hecho, se mantiene desde 1999 la deducción por maternidad de 100 euros al mes que pueden percibir las madres trabajadoras con independencia de su renta. Las experiencias del sistema comparado y la especial problemática del paro en España nos llevan a plantear si en el IRPF español pueden también tener cabida este tipo de mecanismos, que facilitan la incorporación al mercado de laboral de trabajadores poco cualificados y con bajos ingresos. 
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			1. La experiencia, tanto nacional como internacional, ha servido para mostrarnos de qué forma el papel redistributivo del sistema tributario se encuentra en la realidad subordinado, en gran medida, a capacidad de los impuestos para no cercenar la actividad económica. 




			



			 






			2. No procede una cambio significativo en la estructura de dualización imperfecta que mantiene el actual IRPF español, y, en su caso, se debería tender hacia un sistema puro de imposición dual, aceptando la posibilidad de que las rentas del ahorro puedan gravarse no a un tipo fijo y único, sino a una tarifa ligeramente progresiva que permita compatibilizar recaudación adicional con un tratamiento racional de estas rentas para evitar problemas de desfiscalización y posible huída de capitales de manera provisional. 




			



			 






			3. El sistema de estimación objetiva por módulos, que ha podido tener cierta justificación en fases incipientes de desarrollo económico y fiscal, no tiene justificación en la actualidad y parece razonable limitar al máximo o replantearse íntegramente el régimen. Asimismo, es necesario excluir del régimen de módulos aquellos sectores que, por su amplia interrelación con otros, pueden constituir puntos esenciales para la difusión de tramas de evasión fiscal. 




			



			 






			4. Los instrumentos fiscales destinados a incentivar comportamientos del contribuyente respecto a la decisión adquisición/ alquiler de vivienda habitual deben ser limitados al máximo o eliminados, dejando a la vertiente del gasto público vía potenciación de viviendas en régimen de alquiler o viviendas de promoción pública los mecanismos de socialización del acceso a la vivienda. 




			



			 






			5. Con el objetivo de fomentar la neutralidad en el ahorro, se podría crear una cuenta de ahorro que permitiría realizar inversiones en distintos tipos de activos financieros disfrutando del mismo tratamiento fiscal que los productos previsionales actuales. Por la misma razón, en los rendimientos vinculados al ahorro previsional sería necesario descontar la inflación y gravar sólo los rendimientos reales del ahorro, así como en la fase de desacumulación del Plan diferenciar claramente la parte de la renta, periodificada en su caso, que corresponde a la mera acumulación de capital, la cual tributaría al tipo marginal de gravamen del contribuyente como renta diferida en su momento, y la parte debida a la capitalización del Fondo y que debería tributar como cualquier otra forma de ahorro al tipo fijo correspondiente. 




			



			 






			6. Las circunstancias económicas y sociales de la crisis han convertido en una necesidad imperiosa el recálculo técnico de la cuantía de los mínimos personales y familiares en el IRPF, cuyos importes deben aplicarse sobre la base del impuesto con el objetivo de que la base imponible recoja la renta disponible de los contribuyentes, concepto que constituye la verdadera capacidad de pago de los mismos. 




			



			 






			7. La progresividad fiscal ha podido, con dudas razonables, contribuir a un reparto más justo de la carga tributaria, pero no han constituido un instrumento efectivo de redistribución de la renta y riqueza, que en gran parte debe hacerse por la vía del gasto público. La elevación de los tipos del IRPF en una fase depresiva del ciclo económico constituye un error. 




			



			 






			8. La regulación de las deducciones autonómicas ha sido muy restrictiva por lo que se puede argumentar que su impacto real ha sido más el efecto político de compromiso con determinados comportamientos económicos y sociales que el efecto real en términos de reducción de la carga tributaria de los contribuyentes. Además, la extensa y complicada regulación hace muy difícil el conocimiento y el control de los beneficios fiscales.  
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1. Introducción 




			



			 






			El Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas (I.R.P.F.) constituye la figura principal de nuestro ordenamiento tributario. Diversos factores le convierten, al igual que sucede en todos los países desarrollados, en el eje fundamental de la política de ingresos públicos.


			

			

			

		 


		

		En primer lugar, debe destacarse su carácter de impuesto personal, establecido de forma directa sobre la manifestación más representativa de la capacidad de pago, la renta de las personas físicas. Esto le confiere, tradicionalmente, un papel particular como instrumento esencial para alcanzar las metas redistributivas demandadas del sistema impositivo desde el ámbito de la equidad. La flexibilidad de su estructura de gravamen le permite cumplir esta función de forma adecuada, reflejando aquellas circunstancias personales y familiares que, más allá de la simple expresión de la renta monetaria, permiten satisfacer un reparto equitativo de su carga de acuerdo con las valoraciones sociales del legislador.


			 

			 

			 

			  


		

		En segundo lugar, al tener la renta personal como objeto de imposición, el IRPF constituye una fuente principal de ingresos públicos. Desde el punto de vista de la suficiencia financiera, los impuestos sobre la renta personal constituyen una de las principales aportaciones, si no la principal, al presupuesto de ingresos en cualquier país desarrollado. Se trata, además, de un poder recaudatorio de carácter universal, dada la generalidad que posee la renta para el espectro poblacional como magnitud gravada. La combinación de estos factores –potencial recaudatorio y poder redistributivo–, junto con su forma de exacción general, directa, le convierten en un tributo con un alto grado de percepción social, lo que en cierto modo le ha situado como un eje de la política pública en todas las democracias desarrolladas.


		

		

		

		  


		

		Sin embargo, esta trascendencia cuantitativa no puede pasar por alto su incidencia sobre el sistema económico. Al gravar directamente la renta de todas las distintas fuentes, sus efectos sobre el comportamiento de los individuos que prestan sus factores para su obtención no son despreciables. Desde el principio impositivo de neutralidad, es objetivo del diseño de un buen impuesto sobre la renta personal, precisamente, conseguir hacer mínimas estas posibles distorsiones sobre el comportamiento. Así, un impuesto de este tenor debe tratar de evitar las interferencias sobre el mercado de trabajo, tanto desde el lado de la oferta como de la demanda; debe tratar de gravar las rentas del capital sin que esto suponga desincentivos al ahorro frente a la opción de dirigir la renta hacia el consumo y sin provocar recomposiciones de las carteras de activos de estricta naturaleza fiscal. Todo ello debe conseguirse asegurando que los contribuyentes mantienen un volumen de renta disponible suficiente para garantizar un desarrollo pleno de sus iniciativas de consumo y ahorro, elementos fundamentales del nivel de bienestar. En definitiva, un buen impuesto sobre la renta personal debe ser respetuoso con el principio de eficiencia económica, exigencia que desde una perspectiva macroeconómica equivale a solicitar su no beligerancia con el crecimiento económico estable, base primordial para la creación de empleo. Desde esta misma óptica macroeconómica, debe resaltarse la importancia que el impuesto tiene desde una perspectiva activa, a través del principio de flexibilidad, que mediante la adecuada autorregulación del nivel de presión fiscal debe permitir evitar la agudización de las fases de ralentización del crecimiento económico y la destrucción del empleo y la caída de la inversión, así como contribuir al control del nivel de precios en las fases de máxima expansión.


		

		 

		 

		 

		  


		

		En todo caso, la opción elegida por cualquier sociedad respecto del modelo de imposición sobre la renta personal debe asegurar un tributo de gestión sencilla y económica. Este requisito supone ahorrar al máximo todos los costes derivados de su aplicación, tanto los de cumplimiento que afectan a los propios contribuyentes, como los administrativos que ha de soportar la Administración Tributaria. Se trata de una máxima inevitable en un contexto de recursos escasos. Sin alcanzar esta meta, valores del tributo ya comentados, como la generalidad en su aplicación y, por ende, su poder redistributivo efectivo, serán difíciles de hacer realidad, sin ocultar las inevitables consecuencias financieras derivadas de ese incumplimiento fiscal. En consecuencia, hoy en día nadie duda de la trascendencia que tiene la sencillez a la hora de contar con un buen impuesto sobre la renta personal, garantía en sí misma del adecuado funcionamiento de la Administración Tributaria y, en definitiva –siguiendo la conocida máxima hacendística7 – del sistema tributario en su conjunto.


		

		

		

		  


		

		Todos estos valores hacen del I.R.P.F. un instrumento de la política tributaria y, evidentemente, de la política económica, fundamental para cualquier sociedad desarrollada. En este sentido, la preocupación por contar con un diseño adecuado de este impuesto constituye una cuestión de preocupación habitual de los gobiernos responsables, a la que nuestro país no ha permanecido ajeno en los últimos veinte años, con independencia de su ideología política. Así, en 1997, el Gobierno de España afrontó un proceso de reforma del I.R.P.F., cuyos síntomas de agotamiento eran una realidad que se manifestaba en sus importantes problemas para cumplir satisfactoriamente con los principios expuestos de suficiencia, neutralidad, flexibilidad, equidad y sencillez.


		

		

		

		

		  


		

		Las exigencias de una profunda reforma tributaria, en línea con las que ya venían realizando los principales países de nuestro entorno, se veían acrecentadas por nuestra plena integración a la última fase de la Unión Económica y Monetaria Europea. La pertenencia al área del Euro supuso la adopción de un nuevo paradigma de política económica basado en el crecimiento económico estable a partir de una política fiscal equilibrada y no distorsionante de la actividad económica privada generadora de empleo. Indudablemente esto hace ineludible contar con instrumentos tributarios eficientes, en línea con los principios expuestos.


		

		

		 

		 

		  


		 

		 
2. Un nuevo escenario de reforma fiscal a nivel internacional 




			



			 






			Existe un amplio consenso a la hora de considerar la falta de sintonía que presentaba nuestro sistema tributario de mediados de los años noventa con las exigencias de política fiscal planteadas ante nuestro ingreso en la última fase de la Unión Económica y Monetaria. En gran medida, las deficiencias que presentaban nuestros principales impuestos, especialmente el I.R.P.F., podían tener su origen, evidentemente no único, en su anclaje en principios y objetivos de política tributaria anteriores a nuestro acceso a la Unión Europea –en sus orígenes, establecidos en la reforma tributaria de 1977-78–, formulados bajo otro paradigma de política económica imperante. 


			

			

			 






			Debe de tenerse en cuenta, además, que en la actualidad la configuración de la política tributaria no puede llevarse a cabo de forma independiente respecto de nuestras exigencias de política fiscal. Y éstas, hoy en día, no son otras que las comunes a todos los Estados miembros de la Unión Económica y Monetaria Europea. Por tanto, cualquier proceso de reforma tributaria ha de ser entendido bajo los parámetros de una política fiscal basada en los principios ortodoxos de la estabilidad presupuestaria establecidos tanto en el propio Tratado de la Unión como en el marco de funcionamiento institucional fijado por el Pacto de Estabilidad y Crecimiento y los protocolos y normas que lo regulan. 


			

			

			 






			Como es bien sabido, los grandes desequilibrios presupuestarios de los años ochenta y primeros noventa en los países desarrollados nos han permitido tener constancia cierta de las perniciosas consecuencias del déficit público: desempleo, inflación, bajo crecimiento económico. Estos veinte años de persistentes déficit públicos han servido también para reconsiderar los fundamentos del paradigma keynesiano, marco teórico sobre el que se argumentaban las virtudes de los efectos expansivos del desequilibrio presupuestario. En cambio, de esta experiencia hemos aprendido que la mejor forma de actuación pública para favorecer el crecimiento económico, consiste en fomentar una política fiscal lo más neutral posible respecto de los procesos de asignación de recursos. 




			



			 


			

			No debe pasarse por alto que el crecimiento económico, además de sus implicaciones directas sobre la generación de renta, es el motor indispensable de la creación de empleo. Ambos elementos resultan esenciales para la mejora de los niveles de bienestar de la sociedad. En la construcción de la Unión Económica y Monetaria los países integrantes han sido conscientes de esta realidad. Con la meta de convergencia real de las economías de los Estados miembros, las directrices que rigen la política económica en el área Euro han sido establecidas, inequívocamente, bajo la premisa de que el mantenimiento en el medio y largo plazo del crecimiento económico generador de empleo únicamente es posible en un escenario de estabilidad de precios. A la vista de las experiencias habidas en los últimos años en la mayoría de los países desarrollados, puede defenderse que las reformas tributarias modernas se orientan en la actualidad por la preponderancia del principio de eficiencia en la asignación de los recursos. Sin renunciar a los valores constitucionalmente propugnados de equidad y solidaridad, la experiencia, tanto nacional como internacional, ha servido para mostrarnos de qué forma el papel redistributivo del sistema tributario se encuentra en la realidad subordinado, en gran medida, a capacidad de los impuestos para no cercenar la actividad económica. 


			

			

			 


			

			De hecho, hemos asistido en las últimas dos década a un replanteamiento sobre el papel de los impuestos en relación con el principio de justicia distributiva, del que se ha concluido, con un elevado grado de consenso, reconocer las limitaciones existentes en el sistema tributario, a la vez que se han reafirmado las potencialidades de otros instrumentos de la acción pública, más selectivos y orientados por la vertiente del gasto público. Las ganancias de eficiencia de esta forma de proceder en el ámbito de la equidad son enormes, si además tenemos en cuenta que los efectos de desincentivo que genera un excesiva progresividad formal terminan por erosionar la propia capacidad redistributiva del impuesto. No parece demasiado discutible que sin un nivel suficiente de actividad económica generadora de renta, el objetivo de redistribución en sí mismo no garantiza el acceso generalizado a niveles de bienestar social propios de países con elevados grados de desarrollo. Si parece más recomendable, en cambio, orientar la reforma de los sistemas tributarios, y en particular, de la imposición sobre la renta personal, hacia un respeto más exigente de la noción de equidad horizontal. Los tratamientos diferenciados injustificados en la distribución de las cargas impositivas de los contribuyentes se han mostrado en los últimos tiempos como uno de los principales factores condicionantes de la aceptación social de los impuestos y, en consecuencia, explicativo de su pérdida de generalidad efectiva.  




			



			 






			En un marco de política fiscal como el que se acaba de exponer parece razonable exigir que su diseño fomente los principales factores dinamizadores del crecimiento económico: el ahorro personal, la inversión de iniciativa privada creadora de riqueza, la oferta de trabajo, la asunción de riesgos en la búsqueda de nuevas oportunidades de negocio empresarial y en la internacionalización de nuestro tejido productivo. Además, un modelo eficiente de I.R.P.F. debe evitar, con la eliminación de distorsiones, fenómenos de competencia fiscal desleal, protegiendo y no penalizando a los agentes productivos emprendedores y flexibles, como sucede con las pequeñas y medianas empresas. 


			

			

			

			 






			La idea de un impuesto personal sobre la renta de las personas físicas de carácter general, personal y progresivo se introduce en España con la reforma tributaria de 1977, si bien ha conocido diferentes modelos derivados de los distintos objetivos de política económica y social que se han articulado a través de esta figura. El proceso se inicia con la Ley 44/78, norma que llevó a sus últimas consecuencia la idea de generalidad y comunicación entre las diferentes fuentes de renta, de manera que se diseño un impuesto sintético en el que la compensación entre cualquiera de ellas se permitió sin ninguna limitación., por aplicación del concepto teórico de renta de Schanz-Haig- Simmons y documentado en la práctica a través del Informe Carter. Si revisamos la literatura hacendística en este ámbito, convendremos que, en el entorno de la década de los 70, existía un paradigma, generalmente aceptado por la Academia, sobre los fundamentos de una buena política tributaria, resumidos por Auerbach (2009):


			

			

			

			  






			1. El impuesto ideal sería aquel que incidiese sobre una base extensiva de renta con tipos impositivos progresivos. 






			 






			2. Se defendía, por razones de equidad vertical, la unidad familiar como unidad contribuyente básica. 


			

			

			 






			3. Las ganancias de capital deberían tributar como un componente más en este impuesto. Este tipo de renta debería tributar cuando se realiza. No obstante, para mitigar los efectos de congelamiento (lock-in effects) se proponía, en su caso, la aplicación de tipos impositivos reducidos sobre este componente. 


			

			

			 






			4. La integración de los impuestos personales y societarios sobre la renta se defendían como un a modo de evitar problemas de diseño racional de las organizaciones empresariales y de neutralidad en las decisiones de financiación por capital o endeudamiento. Además, la deducción por doble imposición de dividendos trataba de reducir las distorsiones derivadas de una menor tributación de las ganancias de capital.


			

			

			

			 






			5. El enfoque dominante para gravar los flujos de renta internacional era el de neutralidad en la exportación de capitales, aunque, con algunos requisitos, se aceptaba el enfoque de neutralidad en la importación de capitales. 


			

			

			 


			

			Con el tiempo, este diseño inicial hubo de ser rectificado en dos aspectos básicos: de un lado, la total libertad de la compensación de rentas propició que aquellas que podían realizarse con absoluta discrecionalidad, caso de las pérdidas patrimoniales, se utilizaran como instrumento para reducir el impuesto a satisfacer por el resto de las fuentes de renta. De otro, la acumulación obligatoria de las rentas de la unidad familiar, en un impuesto de naturaleza progresiva que considera como contribuyente al individuo, estuvo en el origen de la Sentencia de Tribunal Constitucional de 20 de febrero de 1989 y obligó a modificar la regulación para adecuarlo a su naturaleza esencialmente individual. Los ajustes del IRPF por estas y otras cuestiones menores hicieron perder la perspectiva respecto a la consideración integral del impuesto como modelo fiscal. En paralelo a la formulación de las características estructurales de los sistemas extensivos sobre la renta desarrolladas en los 70 y 80 y con el fin de resolver algunas distorsiones planteadas por este modelo en un contexto de reformas fiscales parciales, la teoría de la imposición optima nos ha permitido consolidar un conjunto de prescripciones fuertemente arraigadas por los policy makers en los últimos 20 años. Mankiw (2009) y otros los resumen de forma magistral:


			

			

			

			 






			1. Los tipos marginales sobre las rentas altas deben ser reducidos.


			

			 






			 2. El achatamiento de las tarifas puede resolver algunos problemas clásicos de la progresividad fiscal en el IRPF.


			

			

			 






			 3. Los impuestos deben personalizar la carga tributaria en función de las características del contribuyente y de su nivel de renta. 


			

			

			 






			4. Las rentas de capital deberían quedar exentas de tributación, o tener una tributación reducida en su caso. 




			



			 






			La realidad es que la mayor parte de los políticos en la OCDE parecen haber internalizado este mensaje. Gran parte de países han reducido significativamente sus tipos marginales más altos aplicables a los perceptores de elevadas rentas. El IRPF español es un buen ejemplo. El tipo marginal máximo alcanzó el 68,47% en el año 1982, reduciéndose al 56% en 1988, al 48% en 1999, al 45% en 2003 y al 43% en 2007 (ver Romero y Sanz, 2007). Siguiendo con este hilo argumental, el agotamiento del modelo de impuesto vigente desde 1978 se manifestaba en diferentes aspectos:


			

			

			 






			a) La pérdida de elasticidad recaudatoria, que impedía el aprovechamiento del potencial recaudatorio del impuesto ante la evolución favorable de la actividad económica, a pesar de sus elevados niveles formales de gravamen.


			

			 






			b) Su negativa influencia sobre la creación de empleo, amplificado por su interacción con el sistema de Cotizaciones a la Seguridad Social. Este problema afectaba de forma global al mercado de trabajo, en la medida que su incidencia sobre la brecha entre salario real y coste del factor trabajo condicionaba la extensión de la demanda de trabajo, con el consiguiente estrechamiento de la creación de nuevos puestos de trabajo y con un reflejo directo sobre la tasa de paro. Los efectos negativos sobre la tasa de participación de las mujeres en el mercado de trabajo eran también muy importantes, dado un sistema de tratamiento de la renta familiar excesivamente penalizador de la renta disponible de las familias. 




			



			 






			Sobre esta última cuestión, un aspecto que resulta especialmente relevante es el tratamiento recibido por los segundos perceptores de renta en los matrimonios. En este caso, la renta de la unidad familiar se acumulaba obligando al tributar al segundo perceptor –en esos años, generalmente la mujer- a tipos marginales superiores al que le correspondería de acuerdo a la renta percibida. De este modo la estructura del impuesto afectaba negativamente a su salario neto y por ende a la decisión sobre participación laboral. Este efecto desincentivo resultaba mayor cuando más grande fuera la diferencia entre la renta total de la unidad familiar y la renta del segundo perceptor. La evidencia existente sustentaba esta teoría puesto que la elasticidad de la oferta de trabajo para estos perceptores de renta estaba muy próxima a 2 en esos años (García et al, 1989). Por ello, siguiendo los cálculos realizados por estos autores, no es sorprendente que la sentencia del Tribunal Constitucional de 1989 incentivara la participación laboral de mujeres casadas aumentando en media sus ingresos familiares entre un 0.11% y un 0.85% (García et al, 1989).


			

			

			 






			c) En el ámbito del ahorro familiar, el I.R.P.F. de mediados de los años noventa introducía efectos bastante indeseables. En primer lugar, con niveles de inflación elevados, el gravamen efectivo de muchos rendimientos erosionaba de forma muy significativa los rendimientos reales de los activos de colocación, con el consiguiente incentivo hacia el consumo. Pero, además, la enorme heterogeneidad de tratamientos fiscales contemplados en una normativa compleja y enormemente cambiante provocaba una importante recomposición de las carteras de activos por motivos estrictamente fiscales, cuando no la deslocalización del ahorro fuera de nuestros sistema financiero.


			

			

			  






			d) En cuanto al principio de equidad, ese modelo de I.R.P.F. tendió a concentrar una importante cantidad de tratamientos particulares en sus deducciones y beneficios fiscales que llevaban a una alta vulneración del principio de equidad horizontal. Además, el diseño de una estructura de alta progresividad formal requería una disminución de la presión fiscal efectiva mediante todo tipo de consideraciones particulares al gravamen general del impuesto. Esto aparejaba una concentración de la presión fiscal en aquellos contribuyentes, generalmente asalariados con pocas posibilidades de beneficiarse de algún tipo de rebaja impositiva, con el consecuente freno al papel redistributivo real del impuesto.
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